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	BOLETÍN MENSUAL DE JURISPRUDENCIA 

SALA CONSTITUCIONAL-COSTA RICA
AGOSTO 2015



Estimados usuarios: Este es el boletín de jurisprudencia que envía mensualmente el Centro de Jurisprudencia Constitucional, les presentamos lo votado e ingresado, así como las estadísticas de la Sala Constitucional, durante el mes de AGOSTO DEL 2015. 
Tenemos a su alcance la siguiente información: 

En la sección de acciones cursadas encontrarán datos sobre el número de expediente, la fecha de ingreso a la Sala, cuándo se le dio curso y un breve resumen de los solicitado por los accionantes.  

En la sección de fallos recientes de amparos y hábeas corpus, encontrarán la clasificación de las sentencias relevantes por tema, un resumen y el por tanto completo que indicará si hubo o no votos salvados. 

Las sentencias relevantes podrán accesarlas completas en nuestro sitio de jurisprudencia: www.poder-judicial.go.cr/scij
Por otra parte, la publicación de las partes dispositivas de las acciones de inconstitucionalidad y de las consultas votadas durante el mes, se publica junto a un resumen de los argumentos y de lo resuelto por la Sala.

El Centro de Jurisprudencia ha incluido la sección de Estadísticas mensuales por tema, la cual incluirá los datos porcentuales de los asuntos votados durante ese mes por tipo de asunto, resolución y tema. 

Finalmente, el Proyecto Constitución es una recopilación de sentencias, que nació con la idea de precisar cada uno de los artículos constitucionales con jurisprudencia específica, es por ello que este boletín también publicará todo lo que en ese mes tenga relevancia y actualizará los datos en la página de la Sala Constitucional.

ÍNDICE

· Acciones de inconstitucionalidad cursadas durante el mes

· Fallos recientes

· Partes dispositivas de asuntos de constitucionalidad

· Estadísticas mensuales por temas de asuntos votados

· Estadísticas mensuales por temas de asuntos ingresados

· Actualización de Constitución Política anotada

	· Acciones de inconstitucionalidad cursadas durante el mes por la Sala Constitucional




	CONFORMACIÓN DE COMISIONES PERMANENTES ORDINARIAS Y LA COMISIÓN ESPECIAL DE LA MUJER


Expediente:15-009847-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la Resolución Nº 6582-15-16 de la Presidencia de la Asamblea Legislativa, por estimarla contrario al artículo 33 de la Constitución y al principio de igualdad y no discriminación.  La resolución se impugna en cuanto impide a una diputada de una fracción minoritaria formar parte de la Comisión de la Mujer, violándose con ello el principio de equidad de género en la integración de las comisiones legislativas.  Resolución de las 14:12 horas del 20 de agosto del 2015.

	PERMISOS DE TRABAJO PARA SERVICIOS DOMÉSTICO


Expediente:15-011976-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra la recomendación técnica DML-620-2014 de 3 de noviembre de 2014 de la Dirección Nacional de Empleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, por estimarlo contrario a los derechos protegidos en los artículos 19, 33, 56 y 68 de la Constitución Política.  Manifiesta el accionante que en la Dirección General de Migración y Extranjería rechaza por improcedente la solicitud de permiso laboral. Dicho acto se sustenta en la recomendación técnica del procedimiento especial de regulación para áreas de trabajo, trabajador de ocupación específica, actividad ocupación de “Servicio Doméstico”, con número DML-620-2014, emitido por el Departamento de Migraciones Laborales de la Dirección Nacional de Empleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Dicho acto final del procedimiento fue impugnado en tiempo y forma, mediante el respectivo recurso de revocatoria con apelación en subsidio, en que se invocó la inconstitucionalidad de la recomendación impugnada como medio razonable de amparar el derecho o interés que se estima vulnerado. Considera que la recomendación cuestionada, en el tanto restringe la aplicación “exclusivamente para personas trabajadoras de los países centroamericanos” vulnera los derechos protegidos en los artículos 19, 33, 56 y 68 de la Constitución Política. Las normas constitucionales disponen la igualdad entre personas costarricenses y extranjeros, así como de no discriminar a los trabajadores entre costarricenses y extranjeros con la salvedad de preferir a los costarricenses en igualdad de condiciones. En esa recomendación se discrimina a un grupo de trabajadores extranjeros, es decir a los trabajadores domésticos que no sean centroamericanos, puesto que simplemente se les niega el derecho a trabajar, prefiriéndose a las personas que provienen de determinados países. Resolución de las 15:00 horas del 31 de agosto del 2015.

	IMPUESTO AL CEMENTO


Expediente:15-012160-0007-CO
Sentencia:Pendiente

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 1º de la Ley 6849 de 18 de septiembre de 1983, Ley del Impuesto del cinco por cierto sobre la venta del cemento producido en Cartago, Guanacaste y San José. Se acusa que la norma impugnada es discriminatoria y afecta con exclusividad la producción realizada en ciertas regiones del país. Este impuesto vulnera el principio de igualdad, la libre competencia y la libertad de empresa, garantizados en los artículos 19, 33 y 46 de la Constitución Política. Además, se viola el procedimiento legislativo, al no haberse consultado la creación del impuesto de naturaleza estrictamente local y su correspondiente distribución de recursos, con las Municipalidades que actúan como sujetos activos del tributo, en detrimento de lo dispuesto en los artículos 170 y 190 de la Constitución Política. Insiste en que la norma vulnera el principio de igualdad, así como el principio de generalidad, en el tanto estipula una afectación discriminatoria en perjuicio de los productores establecidos en ciertas partes del país (a saber, San José, Cartago y Guanacaste). Esta situación supone una desventaja competitiva para su representada al tener que pagar un impuesto del 5% por facturación, a diferencia del cemento importado, o del que es producido fuera de los lugares indicados. Alega que la Ley No. 6849 tiene vicios formales de constitucionalidad, puesto que no fue sometida a consulta de las Municipalidades, con lo cual las Corporaciones Municipales no tuvieron la oportunidad de señalar si se encontraban conformes con el contenido de la ley, así como el destino que podría emplearse para dichos recursos. Resolución de las 14:42 horas del 20 de agosto del 2015.


 [La totalidad de las acciones de inconstitucionalidad con las resoluciones de curso, que se encuentran pendientes de resolver en la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Centro%20de%20Jurisprudencia/CURSOS/ACCIONES%20CURSADAS.htm]
	· Fallos recientes (amparos y hábeas corpus)



	AMBIENTE
	INSTALACIÓN DE TORRE DE TELECOMUNICACIONES EN RESIDENCIAL DANZA DEL SOL EN CURRIDABAT

Expediente:15-010558-0007-CO
Sentencia:012100-15

Recurso de amparo contra LA MUNICIPALIDAD DE LA UNIÓN, Y LA SECRETARÍA TÉCNICO NACIONAL AMBIENTAL. En el caso en estudio, el recurrente acusa que la Secretaría Técnica Nacional Ambiental otorgó la viabilidad ambiental al proyecto “Torre de Telecomunicaciones CPX-1792-A Residencial Danza Del Sol”, con base en información errónea, pues a su parecer el desarrollador no realizó una consulta adecuada a los miembros de la comunidad sobre el proyecto de cita. Asimismo, cuestiona que la Municipalidad de La Unión revocara la resolución por la que había rechazado la solicitud de permiso presentada para la construcción de la infraestructura de cita. Lo anterior, por cuanto en el nuevo pronunciamiento se argumentó que lo que se pretende construir no es una torre de telecomunicaciones, sino de un mástil conocido como “rooftop, lo que no es cierto. Ahora bien, con vista en lo expuesto conviene indicar que no corresponde a esta Sala determinar si el profesional encargado de efectuar la consulta a los vecinos de la comunidad, siguió o no los procedimientos correctos para llevar a cabo dicha diligencia, ni tampoco determinar si el permiso otorgado por la Municipalidad de La Unión corresponde o no al tipo de antena que se construiría en el sector, pues dichos aspectos constituyen asuntos de legalidad que deberán ser ventilados ante las instancias ordinarias del caso, mediante los procedimientos seguidos al efecto por el ordenamiento jurídico. Así, por lo expuesto, el recurso debe desestimarse. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Rueda Leal dan razones diferentes.

	ASOCIACIÓN
	DESTITUCIÓN DE FEDERACIÓN DE ESTUDIANTES SIN EL DEBIDO PROCESO

Expediente:15-010300-0007-CO 
Sentencia:012538-15

Recurso de amparo contra la JUNTA DIRECTIVA DE LA FEDERACIÓN DE ESTUDIANTES DE LA UNIVERSIDAD ESTATAL A DISTANCIA. Reclama la recurrente, que se dio una violación del debido proceso y derecho de defensa pues no se le ha permitido cuestionar la negativa a su  gestión para ser considerada como segunda representante de la FEUD, que  fuera rechazada mediante el oficio  FEU-919-2015 del 19 de mayo de 2015. En este caso, no niega esta Sala la potestad de la Asamblea de destituir a los miembros de la Junta Directiva, sin embargo en este caso no se observa que en la Asamblea General Extraordinaria del 25 de julio de 2015, se haya concedido a la amparada el  derecho a defenderse de los cargos que se le atribuyen; ni que se le haya dado la oportunidad de ser escuchada o  hacer su descargo. Tampoco consta que se le haya concedido  la posibilidad legal correspondiente de impugnar la Asamblea General Extraordinaria, una vez  llevada a cabo o de recurrir ante el Registro Nacional de Asociaciones y en apelación ante el Tribunal Administrativo Registral, cualquier decisión que se adopte. Por lo anterior, esta Sala procede a declarar parcialmente con lugar el recurso por violación del derecho de defensa y anular la destitución acordada, restituyendo a la amparada en el puesto que ocupaba, sin que ello sea obstáculo para que la FEUNED, si lo estima pertinente, reanude el procedimiento de destitución, garantizando a la amparada el derecho de defensa.

	EDUCACIÓN
	EXPULSIÓN DEL PROGRAMA “EMPLÉATE” SIN DEBIDO PROCESO

Expediente:15-009484-0007-CO 
Sentencia:012975-15

Recurso de amparo contra el DIRECTOR DE LA ESCUELA SOCIAL JUAN XXIII y la DIRECCIÓN NACIONAL DE EMPLEO DEL MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. Manifiesta la recurrente que es beneficiaria de una beca del programa EMPLÉATE del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que se imparte en la Escuela Juan XXIII en Limón Centro. Explica que el Director de la escuela le dijo que quedaba excluida del programa por problemas disciplinarios, sin más explicaciones y sin un debido proceso. Estima que no había motivo para que la expulsaran; y considera violentado su derecho a la educación pues no tiene dinero para costear sus estudios. Este Tribunal estima que el reclamo relacionado a la falta de debido proceso es atendible. Efectivamente, los parámetros de debido proceso desarrollado por esta Sala implican que se establezca formalmente un procedimiento en contra de la persona que se pretende sancionar y que se le brinde, como mínimo, oportunidad de conocer los hechos que se le imputan y ejercer su defensa. No consta documento alguno que permita a la Sala inferir que existió un procedimiento sancionatorio de algún tipo, menos aun que se respetara la misma normativa institucional al respecto Como ha manifestado este Tribunal en otras ocasiones (15788-13). Así las cosas, la Sala debe acoger el reclamo planteado por la accionante, toda vez que se le excluyó de un programa educativo sin un procedimiento, lesionando con ello su derecho a la educación. Se declara con lugar el recurso, únicamente en contra de la Escuela Social Juan XIII, por lesión al debido proceso. Se restituye a la amparada en el pleno ejercicio y goce de sus derechos, lo que implica que podrá ingresar y matricular los cursos de Inglés para la Comunicación con Turistas en la escuela recurrida. Lo anterior sin prejuicio de que se inicie el procedimiento disciplinario con todas las garantías procesales. Se ordena a Andrés Romero Rodríguez, en su condición de Director Nacional de Empleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, o a quien ocupe ese cargo, reincorporar a la amparada al programa EMPLÉATE, pudiendo recibir las transferencias correspondientes en caso de que continúe con los cursos y requisitos del programa. Se condena a la Escuela Social Juan Veintitrés Sociedad Anónima, conocida como Escuela Social Juan XXIII, al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo civil. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. Notifíquese esta resolución, de manera personal, a Andrés Romero Rodríguez, en su condición de Director Nacional de Empleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, o a quien ocupe ese cargo.

	EDUCACIÓN
	OBLIGACIÓN DEL MEP DE PROVEER RECURSOS PARA ATENDER A LOS MENORES CON DISCAPACIDAD


Expediente:15-009521-0007-CO
Sentencia:013254-15 


Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. Las recurrentes  acuden  a este Tribunal en tutela de los derechos fundamentales de los amparados, concretamente, el derecho a la educación. Indican que los tutelados son menores con discapacidad visual que requieren la implementación de ayudas técnicas para continuar con el proceso lectivo. No obstante, pese a que se han realizado las valoraciones correspondientes y se han emitido  las recomendaciones pertinentes para cada caso en concreto, no se les ha suministrado bajo el argumento que "el presupuesto está agotado". Este Tribunal ha reiterado en varias oportunidades que el derecho a la educación no se garantiza con el mero ingreso a una institución educativa, sino que debe brindárseles a los educandos los requerimientos de acuerdo a sus necesidades, pues de no ser así estudiarían en condiciones discriminatorias, ya que, dadas sus condiciones especiales se verían compelidos a realizar un esfuerzo mayor que los demás. A mayor abundamiento, es dable indicar que deben tomar en consideración las autoridades recurridas del MEP, que toda autoridad administrativa tiene la obligación de reconocer y aplicar el principio del interés superior del menor, como pauta hermenéutica en la resolución de las diversas controversias que involucren a menores de edad, incluso ideando mecanismos apropiados y soluciones consecuentes a los intereses de esta población. Se trata de aplicar la normativa con un enfoque infantocéntrico, procurando siempre aquella solución que resulte de mayor beneficio para la persona menor de edad, máxime si se toman en cuenta  las dificultades con las que cuentan los amparados y las limitaciones que tienen para concluir el presente curso lectivo. Así, este Tribunal constata la lesión a los derechos fundamentales de los tutelados, situación que afecta no solo su derecho a la Educación, sino también el principio de igualdad, al ponerlos en una posición de desventaja en relación con el resto de educandos. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, respecto a las autoridades competentes del Ministerio de Educación Pública. Se ordena a Sonia Marta Mora Escalante, a Rosa Adalia Escalante y a Ana Patricia Vásquez Chávez, por su orden, Ministra, Directora del Programa de Equidad y Directora Ejecutiva a.i. del Centro Nacional de Recursos para la Educación Inclusiva, todos del Ministerio de Educación Pública, o a quienes en su lugar ejerzan ese cargo, realizar todas las gestiones necesarias para resolver definitivamente las solicitudes de material de apoyo recomendado a los amparados, a efectos de que puedan concluir el presente curso lectivo, todo dentro del plazo de TRES MESES a partir de la comunicación de esta sentencia, según lineamientos externados en el último considerando de esta sentencia. La Magistrada Hernández López salva el voto y declara sin lugar el recurso. El Magistrado Castillo Víquez pone nota. CLP

	INFORMACIÓN
	LES FUE NEGADO ACTO  A TRAVÉS DEL CUAL SE  EXONERÓ DE MARCA A VARIOS FUNCIONARIOS DE MOPT

Expediente:15-010949-0007-CO 
Sentencia:012576-15

Recurso de amparo contra el DIRECTOR DE RECURSOS HUMANOS DEL MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES.-  Alega el recurrente que presentó ante la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes  una solicitud de información relacionada con el acto a través del cual se otorgó la exoneración de marca a algunos funcionarios, sin embargo, se le negó entregar la información pretendida. A criterio de este Tribunal, la posición de la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes en cuanto a la confidencialidad de lo solicitado, no es procedente. Lo anterior en razón de que los datos requeridos constituyen información pública, pues se trata de información relacionada con la exoneración de marca a algunos funcionarios. Por ello, al ser pública la información requerida, el amparado no tiene que justificar su solicitud o especificar con que finalidad la pide. De ahí que se estime que se ha producido la infracción constitucional acusada. No obstante lo antes indicado, se advierte que en la documentación que se le entregue al gestionante, debe excluirse cualquier dato sensible y de acceso restringido protegidos por el artículo 24 de la Constitución Política y la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales, No. 8968. En mérito de lo expuesto, se considera procedente el recurso por violación al derecho tutelado en el artículo 30 Constitucional en perjuicio del tutelado. Se declara CON LUGAR el recurso.

	INFORMACIÓN
	DENEGATORIA DE ACCESO A EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO, LESIONA EL DERECHO DE DEFENSA.

Expediente:15-011534-0007-CO
Sentencia:013109-15

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE HACIENDA. Argumenta el recurrente que no pudo tener acceso completo al expediente relacionado con la causa administrativa que se sigue en su contra para ejercer en forma adecuada su derecho de defensa, mediante la interposición de los recursos de revocatoria y apelación en contra del auto de traslado de cargos; señala que al acudir el amparado para revisar y fotocopiar el expediente ese mismo día, no pudo sacar la copia completa del legajo debido a que iban a ser las 16:00 horas, momento de salida de la funcionaria asignada para acompañarlo. Considera esta Sala que lleva razón el recurrente en su alegato. Efectivamente, la falta de acceso al expediente completo supuso una amenaza al ejercicio del derecho de defensa del tutelado, considerando, incluso, el plazo breve que tenía para impugnar el acto. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los cuales se liquidarán en el proceso de ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.

	INFORMACIÓN
	SE ORDENA A LA UCR ENTREGAR INFORMACIÓN PRESUPUESTARIA


Expediente:15-005637-0007-CO 
Sentencia:013496-15

Recurso de amparo planteado por una periodista contra la UNIVERSIDAD DE COSTA RICA. La recurrente reclama violación a su derecho de acceso a la información pública, pues alega que en la Universidad de Costa Rica le están negando la información solicitada sobre uso y manejo de fondos públicos del presupuesto público como son el del fondo 1311 y de la Red Sismológica Nacional. En este caso, considera la Sala que lo procedente por parte de la autoridad recurrida no era negar en su totalidad la información solicitada –como lo realizó con el sucinto correo electrónico enviado a la recurrente-, sino otorgar la información en general sobre los fondos públicos solicitados, lo cual son los puntos requeridos por la recurrente. Caso contrario, sería que la recurrente haya solicitado información confidencial estrictamente relacionada con la auditoría en cuestión, como por ejemplo la identidad de los denunciados, sus actos o actuaciones cuestionadas, o cualquier información que podría entorpecer u obstaculizar la investigación, información que claramente no podría ser entregada a la recurrente. Así, este Tribunal no observa cómo la información solicitada podría afectar la investigación, ni la autoridad recurrida se lo explica adecuadamente a la recurrente ni a este Tribunal. Por ende, lo procedente es declarar con lugar el recurso. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a Wajiha Sasa Marín, en su condición de Directora de Divulgación e Información, y Guillermo Rolando Mora Chinchilla, en su condición de Director de la Escuela Centroamericana de Geología, ambos de la Universidad de Costa Rica,  proceder a dar acceso a la información solicitada por la recurrente el 14 de abril de 2015, lo anterior en un plazo de 15 días contados a partir de la notificación de esta resolución. 

	INTIMIDAD
	SE ACUSA VIOLACIÓN AL DERECHO A LA IMAGEN POR ENVIAR FOTOGRAFÍA Y DATOS AL DEPARTAMENTO DE SEGURIDAD DEL ICE

Expediente:15-010257-0007-CO 
Sentencia:012536-15

Recurso de amparo contra el INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD. El recurrente, ex funcionario de una empresa subsidiaria del Instituto Costarricense de Seguro Social, -ICE- considera violado su derecho a la imagen por cuanto, en dicha institución tenían expuesta su fotografía con una leyenda indicando que quedaba prohibido su ingreso a las instalaciones del ICE, manifiesta que el ICE no tiene derecho a publicar su imagen, como tampoco tiene derecho a publicar los motivos por los cuales concluyó su relación laboral con una de sus empresas, menos aún cuando tal publicación contiene datos falsos, como es afirmar que no hizo entrega del carné de funcionario y señala que  al ser el ICE una institución pública, tampoco resulta procedente el establecer una prohibición de ingreso a instalaciones que no son necesariamente de acceso restringido. En reiteradas ocasiones, esta Sala ha desarrollado el derecho de imagen como una extensión del derecho a la intimidad, protegido constitucionalmente en el artículo 24, de la Constitución Política, cuyo fin es resguardar el ámbito o esfera privada de las personas del público, salvo autorización expresa del interesado. De esta manera, se limita la intervención de otras personas o de los poderes públicos en la vida privada de las personas. En este caso al recurrente se le solicitó hacer entrega de varios activos (computadora, carné institucional, entre otros), el recurrente se negó a entregarlos ese día, en virtud de dicha negación y como medida de seguridad se procedió a enviar  un comunicado electrónico a la oficina de seguridad del ICE, adjuntando la fotografía del mismo para que ante el eventual ingreso del recurrente a las instalaciones administrativas, no se permitiera su entrada. Entre las explicaciones dadas por el recurrido, y que vale la pena rescatar para la resolución del sub lite, está el hecho de que no se desprende de la prueba aportada así como tampoco del informe rendido, que en la especie se haya lesionado el derecho a la imagen del recurrente, dado que si bien su imagen fue divulgada, lo cierto del caso es que no se encontraba en un lugar público sino en un puesto de seguridad, sin leyenda que indicara los motivos por los cuales fue despedido, e indicando lo que a esa fecha había sucedido, es decir que se había negado a hacer entrega de su carné institucional,  difusión que tuvo como fin único, que ante la negativa de entregar las credenciales solicitadas el día de su despido, de presentarse nuevamente, este no pudiera realizar su ingreso a las instalaciones administrativas a las cuales en su condición de funcionario tenia acceso,  es decir, el uso de la fotografía  no se  utilizó para ningún otro fin, sino para fines internos, por lo que no fue de dominio público, sino únicamente en un puesto de seguridad- siendo que ese mismo día esta fue excluida, por otro lado no se acredita que el recurrente tenga prohibición de entrar a las oficinas del Instituto Costarricense de Electricidad, a las cuales según indica el recurrido, puede acceder en su condición de particular o como usuario de algún servicio, por los puestos de acceso diseñados para tal fin.  Por las razones expuestas anteriormente, no estima esta Sala que exista alguna situación que atente contra el derecho a la intimidad e imagen en perjuicio del recurrente, en ese sentido, las acciones tomadas por la administración, se realizaron con el  fin de resguardar la seguridad de la institución y en virtud de la negación del recurrente al momento de ser  despido de entregar el carné institucional. Con base en lo anterior, al estimarse que con los hechos impugnados no se ha acreditado ninguna lesión causada al  recurrente en perjuicio de sus derechos fundamentales, este Tribunal declara sin lugar el recurso. 

	MIGRACIÓN
	SOLICITUD DE RENOVACIÓN DE LA CÉDULA DE RESIDENCIA, DEBE SER CERTIFICADO POR MIGRACIÓN PARA QUE LOS EXTRANJEROS SE PUEDAN ASEGURAR EN LA CCSS 

Expediente:15-010648-0007-CO
Sentencia:013025-158

Recurso de amparo contra LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL y LA DIRECCIÓN GENERAL DE MIGRACIÓN Y EXTRANJERÍA DE LIBERIA. El recurrente manifiesta que es extranjero y tiene varios años de vivir en Costa Rica. Alega que la última vez que renovó su cédula de identidad fue en el año 2009, la cual venció el 19 de diciembre de 2013. Señala que entre los requisitos exigidos para hacer la siguiente renovación de su cédula de residencia, se encontraba tener el seguro social al día. Sin embargo, dice que la Caja Costarricense del Seguro Social no le expidió ese documento, pues le pide tener su cédula de residencia al día. Esta situación que torna imposible continuar los trámites tanto migratorios como de la seguridad social le han causado un grave perjuicio porque, según indica, padece de “diabetes mellitus, úlcera, entre otras enfermedades. De acuerdo a la prueba aportada para la resolución del asunto, ha sido debidamente acreditado que, previo a la interposición del presente recurso de amparo, al recurrente no se le había otorgado su documento de identidad, pues se le exigía estar asegurado en la Caja Costarricense de Seguro Social. La Sala indica que la Dirección General de Migración y Extranjería está en la obligación de certificar que el recurrente ya solicitó la renovación de la cédula de residencia para que éste pueda solicitar ante la Caja Costarricense de Seguro Social ser asegurado y poder así, optar por legalizar su condición de extranjero en nuestro país, lo cual no se comprobó en el presente caso. Por ende, lo que procede es declarar con lugar únicamente en cuanto a la Dirección General de Migración y Extranjería se refiere, pues, en cuanto a los centros médicos de la Caja Costarricense de Seguro Social, no se verificó que al recurrente se le haya negado la atención médica. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente en contra de la Dirección General de Migración y Extranjería. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.

	MINORÍAS
	ATENCIÓN PREFERENCIAL PARA ADULTOS MAYORES EN BANCO DE COSTA RICA DEBE SER CONTINUA

Expediente:15-010852-0007-CO
Sentencia:012252-15

Recurso de amparo contra el BANCO DE COSTA RICA. Alega el recurrente que el 22 de julio de 2015 se presentó a la Sucursal Decosure en Desamparados del Banco de Costa Rica, con la finalidad de cambiar una tarjeta. Indica que por su condición de adulto mayor, tomó una boleta preferencial de conformidad con la Ley Nº 7935 para ser atendido en el Área de Servicio al Cliente. Acusa que, en razón de que tenía largo rato de estar a la espera de que lo llamaran y al observar que otras personas que llegaron después de él ya habían sido atendidas, le comentó esa situación al cajero, quien le respondió que al adulto mayor le corresponde ser atendido en la caja Nº 2, pero que el cajero no se encontraba. Debido a ello, le preguntó quién le iba a atender y le contestó que lamentablemente no podía hacerlo a menos que la persona que había llamado lo permitiera, por lo que un joven muy amablemente le cedió el campo. Reclama que si el cajero que atiende la ventanilla Nº 2 se ausenta debe ser sustituido por otro, para no desatender a ese sector de la población, o bien, los demás cajeros deben recibir un mensaje en la pantalla de su computadora que una persona adulta mayor tomó una boleta preferencial. Considera que la sucursal recurrida no cuenta con la infraestructura, ni tampoco con un sistema electrónico eficiente que brinde un trato especial al adulto mayor. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Mario Barrenechea Coto y Luis Jiménez Bermúdez, por su orden Gerente General y Encargado de la Agencia del Centro Comercial Decosure, ambos del Banco de Costa Rica, o a quienes ejerzan esos cargos, que en adelante mantengan siempre disponible la ventanilla preferencial de la Plataforma de Servicios de esa sucursal bancaria, para que se pueda brindar atención especial a las personas con derecho a trato preferencial. Los Magistrados Castillo Víquez y Hernández López salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 

	MINORÍAS
	ACCESO A LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA EN COTO BRUS  INCUMPLEN LA LEY 7600. (PERSONAS CON DISCAPACIDAD)

Expediente:15-011198-0007-CO
Sentencia:013057-15

Recurso de amparo contra el PODER JUDICIAL. La recurrente reclama violación al principio de igualdad, pues acusa que el edificio de los Tribunales de Justicia en Coto Brus, no está adecuado a las necesidades de una persona con discapacidad, ya que carece de rampas de acceso o un elevador para ingresar a la sala de audiencias y de juicio, que se encuentran en el segundo piso. Sobre el caso concreto; después de analizar los elementos probatorios aportados, este Tribunal verifica la violación al principio de igualdad de la personas con discapacidad.  De acuerdo a la prueba aportada para la resolución del asunto, ha sido debidamente acreditado que el acceso a la Defensa Pública y a la Sala de Juicios, que están ubicados en el segundo nivel del Edificio Principal, no cuentan con facilidades de acceso para las personas con discapacidad. Este Tribunal verifica que, con ocasión de las medidas tomadas, efectivamente no existía un adecuado acceso para las personas discapacitadas al segundo piso del edificio denunciado, por lo que se constata violación a los derechos fundamentales de las personas con discapacidad.  Por lo tanto, lo que procede es declarar con lugar el recurso para efectos indemnizatorios, pues, la Administración ya tomó las acciones para solucionar la problemática cuestionada. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Los Magistrados Castillo Víquez y Salazar Alvarado, así como la Magistrada Hernández López ponen nota.

	MINORÍAS
	SE ORDENA RETIRAR DEL PARQUE NACIONAL MANUEL ANTONIO LOS CONTENEDORES Y ESTRUCTURAS QUE INGRESARON POR UN CONTRATO NO ESENCIAL PARA EL PARQUE Y SE ORDENA EN UN AÑO SOLVENTAR LOS PROBLEMAS DE ACCESIBILIDAD PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD


Expediente:15-004093-0007-CO 
Sentencia:012955-15

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE AMBIENTE Y ENERGÍA, la MUNICIPALIDAD DE AGUIRRE, EL MINISTERIO DE SALUD, VIAJES TURÍSTICOS IGUANA AZUL SOCIEDAD ANÓNIMA y PRIMERA RIBA DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA SOCIEDAD ANÓNIMA. El recurrente reclama que la Administración no permite a los visitantes entrar con comida y bebidas al Parque Nacional Manuel Antonio; considera que la medida es lesiva, pues estima que una persona necesariamente requerirá alimento y bebida, debido a la duración de una visita y las caminatas que se hacen en el parque. Reclama que los precios de entrada al parque no fueron sometidos a audiencia pública, sino impuestos por ACOPAC y acusa irregularidades en la concesión, se colocaron estructuras fijas en un sitio ubicado a 10 metros de una laguna de protección del parque; señala que el concesionario se favorecerá de estructuras construidas por fondos públicos (entre ellas los sanitarios) y la Administración le proveerá agua sin costo; además, las dimensiones del módulo exceden las permitidas por el contrato. Reclama que los contenedores colocados carecen de permisos municipales, del Ministerio de Salud y SETENA. Afirma que la cantidad de visitantes que ingresan al parque excede lo que la normativa permite. Acusa que los fondos producidos por el parque no son invertidos en él. Señala que el parque incumple las disposiciones de la Ley Nº 7600 y carece de salidas de emergencia.  En este caso, se desecha el argumento planteado por el recurrente, pues la Administración recurrida sí permite el ingreso de alimentos y bebidas. No se estima desproporcionado o irrazonable que dicho ingreso sea regulado, a fin de proteger la naturaleza existente en el parque. En consecuencia, se desestima el reclamo. El recurrente reclama que las tarifas de ingreso al parque, consta que el proceso de cálculo de las tarifas de ingreso a los parques nacionales no prevé una audiencia pública. Por ello, se desestima el reclamo planteado. El accionante también manifiesta que la Administración no invierte en el Parque Nacional Manuel Antonio los fondos que este produce. La Sala declara sin lugar este extremo, pues el correcto manejo de los fondos generados por dicho parque es un tema de legalidad. El accionante reclama que la cantidad de visitantes que ingresan al parque excede el número permitido por la normativa. La Sala resalta que no es su labor verificar el número de visitantes de un parque nacional, por tratarse de un asunto de mera legalidad. Sobre las instalaciones para personas con discapacidad y la carencia de salida de emergencia, se procede a declarar parcialmente con lugar el recurso por el ingreso de los contenedores al Parque Nacional Manuel Antonio sin contar con la aprobación de la SETENA. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo en contra del Ministerio de Ambiente y Energía. En consecuencia se ordena al Director del Área de Conservación Pacífico Central del Sistema Nacional de Áreas de Conservación y Ministro de Ambiente y Energía, tomar los acuerdos necesarios y girar las órdenes pertinentes, dentro del ámbito de sus competencias, para: a) retirar del Parque Nacional Manuel Antonio los contenedores y estructuras que ingresaron a él con motivo de la ejecución del "Cartel de Licitación por Servicios no esenciales en el Parque Nacional Manuel Antonio”, hasta tanto no se cuente con el aval respectivo de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental; lo anterior deberá realizarse en el plazo de CINCO DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia; b) solventar los problemas detectados por el Área Rectora de Salud de Aguirre en los oficios PC-ARS-AOS-209-2014 del 11 de junio de 2014 y PC-ARS-A-IT-113-2015 del 2 de junio de 2015, en materia de accesibilidad para personas con discapacidad y la existencia de una salida de emergencia; lo anterior deberá ejecutarlo en el plazo de UN AÑO, contado a partir de la notificación de esta sentencia. Las autoridades recurridas deberán tomar nota de lo señalado por la Sala en el considerando IX de esta sentencia, a fin de procurar el equilibrio entre el derecho al ambiente ecológicamente equilibrado y la accesibilidad de las personas con discapacidad. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Hernández López salva el voto en relación con el reclamo por lesión al artículo 50 de la Constitución Política y pone nota separada en relación con el reclamo por la falta de infraestructura apropiada para personas con discapacidad. El Magistrado Salazar Alvarado salva el voto, únicamente en lo que a la acusada violación a lo dispuesto en el artículo 50 de la Constitución Política se refiere, respecto a lo cual declara sin lugar el recurso, y pone nota en relación con la aplicación de la Ley N° 7600 en sede constitucional. 

	MINORÍAS
	COBRO DE SALDOS ADEUDADOS EN HOGAR DE ANCIANOS ES VÁLIDO, DEBER DEL CONAPAM DE INVESTIGAR POSIBLE AGRESIÓN.

Expediente:15-010814-0007-CO
Sentencia:013527-15

Recurso de amparo contra la Asociación Hijos de Nuestra Señora De Los Desamparados, (Hogares Magdala), Bello Horizonte, Escazú. Los recurrentes alegan que en el año 2013, el amparado ingresó a los Hogares Magdala. Establecen que el 24 de junio de 2015, recibieron un cobro por los supuestos saldos adeudados, por un total 3.100.000,00 colones, así como una advertencia de sacar al tutelado de dicho albergue, al cual se le ha presionado de manera constante -según indican-, por cuanto les otorgaron un plazo de 30 días a partir del 10 de julio de 2015, para que el amparado desaloje el Hogar, lo cual ha afectado física y psicológicamente al tutelado. Insisten en que se maltrata emocionalmente al adulto mayor para cobrar la deuda. La Sala descarta que exista una violación a los derechos fundamentales del amparado. En primer lugar porque la procedencia o no del cobro que está ejecutando la Asociación –cobro que según el Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor es válido-  es un aspecto que escapa  del ámbito de competencia de esta jurisdicción. Por ello, deberán los recurrentes plantear sus inconformidades o reclamos ante la autoridad recurrida o en la vía jurisdiccional competente, vías en las cuales, podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. En segundo lugar porque no se logró constatar que la recurrente haya solicitado al Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor  la ayuda económica para mantener al amparado en el hogar Asociación Hijos de Nuestra Señora de Desamparados. En tercer lugar porque no se logró acreditar que el amparado sea agredido física o emocionalmente.  Por otra parte tome nota el Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor que legalmente le corresponde investigar de oficio la situación denunciada en amparo. De este modo, se llama la atención para que se proceda a la brevedad posible con el análisis del caso. De igual forma deberá la Apoderada de la Asociación Hijos de Nuestra Señora de Desamparados en apego a la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, número 7935, del 19 de octubre de 1999, y en aras de garantizar la estabilidad física, psíquica y emocional del amparado, mantener a Ernesto Roldán Flores en el albergue hasta tanto no exista una respuesta institucional del Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor. Se declara sin lugar el recurso. SL

	MUNICIPALIDAD
	FALTA DE CONVOCATORIA PARA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN PROYECTOS SOCIALES EN PUNTARENAS

Expediente:15-011699-0007-CO
Sentencia:013241-15

Recurso de Amparo contra la MUNICIPALIDAD DE PUNTARENAS. Señala la parte recurrente que en la Ciudad de Puntarenas se llevó a cabo una reunión, durante la cual se eligieron los proyectos de carácter "social comunal" que serían desarrollados con dinero de la ley emitida para Puerto Caldera. Manifiesta que la Municipalidad de Puntarenas nunca publicó en La Gaceta dicho evento, como tampoco lo difundió en el pueblo, lo cual estima violatorio de sus derechos fundamentales. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Rueda Leal salvan el voto y declaran con lugar el recurso, en todos sus extremos. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	MUNICIPALIDAD
	FALTA DE MANTENIMIENTO DE VÍAS CANTONALES EN ALAJUELA

Expediente:15-009337-0007-CO
Sentencia:012973-15

Recurso de amparo contra LA MUNICIPALIDAD DE ALAJUELA. La parte recurrente manifiesta que es vecino de Desamparados de Alajuela, con frente a la vía pública de lastre conocida como Calle María Isabel, la cual presenta problemas de desagüe pluvial, porque la Municipalidad recurrida no la ha dotado de cunetas ni caño, pese a diversas gestiones que ha realizado la comunidad. Sostiene que a la fecha que acude en amparo no ha recibido respuesta alguna a las gestiones solicitadas, y señala que la estación lluviosa inició y la situación es crítica en la calle María Isabel. Estima que los hechos expuestos lesionan sus derechos fundamentales. En el caso bajo estudio, la Sala tiene por demostrado que la Calle María Isabel, en Desamparados de Alajuela se encuentra en mal estado y presenta problemas de desagüe pluvial, pues la Municipalidad recurrida no la ha dotado de cunetas ni caño, pese a diversas gestiones que ha realizado la comunidad. Al respecto,  se debe tener presente la autoridad accionada que el artículo 169 Constitucional señala que las diversas municipalidades del país se encuentran en la obligación de prestar en forma efectiva los servicios públicos que les han sido encomendados, entre los que se encuentran, precisamente, la construcción y mantenimiento de vías cantonales. A la Sala no le consta que a la fecha, la autoridad accionada haya ejecutado algún trabajo para solucionar los problemas denunciados por el recurrente, lo que pone peligro la salud e integridad de los vecinos y demás personas que por allí transitan. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Roberto Hernán Thompson Chacón, en su condición de Alcalde Municipal de la Municipalidad de Alajuela, o a quien en su lugar ejerza el cargo, que en el plazo improrrogable de UN MES contado a partir de la notificación de esta sentencia, realice una inspección en la Calle María Isabel, en el distrito de Desamparados, del cantón Central de Alajuela, para verificar los trabajos necesarios para solucionar los problemas cuestionados en el amparo. Asimismo, en caso de determinarse la necesidad realizar obras de infraestructura, se ordena que en el plazo improrrogable de UN AÑO a partir de dicha determinación, se repare la calle objeto de este amparo. El Magistrado Salazar Alvarado pone nota. La Magistrada Hernández López salva el voto y dispone rechazar el recurso.

	MUNICIPALIDAD
	SE ACUSA EL CAMBIO DEL HIMNO Y BANDERA DEL CANTÓN DE MONTES DE ORO SIN PARTICIPACIÓN CIUDADANA 

Expediente:15-010140-0007-CO
Sentencia:013491-15

RECURSO DE AMPARO CONTRA ALCALDE DE MONTES DE ORO. Señala el recurrente que nació en Montes de Oro y reside en Miramar, por lo que se encuentra disconforme debido a que el Alcalde de Montes de Oro promovió unilateralmente un concurso denominado "Yo formo parte de la historia de mi cantón", que tiene como objeto diseñar una nueva bandera, componer un nuevo himno y crear un nuevo lema para Montes de Oro. Acusa que, para ese fin, esa autoridad dictó unilateralmente un reglamento que nunca fue publicado en La Gaceta, impidiéndole a los pobladores de Montes de Oro manifestarse previamente sobre esa opción. Afirma la reclamante que al pretender reemplazar los colores y el himno tradicionales que son de uso generalizado en Montes de Oro, se atenta contra el patrimonio cultural del cantón. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Rueda Leal pone nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	PENAL
	PRORROGAN DOS DÍAS PRISIÓN PREVENTIVA PARA HACER AUDIENCIA DE MEDIDAS CAUTELARES CON PRESENCIA DEL DEFENSOR

Expediente:15-011120-0007-CO
Sentencia:011989-15

Recurso de hábeas corpus contra del JUZGADO PENAL DE DESAMPARADOS. En este caso, contra el tutelado se sigue la causa penal, en la cual el amparado se encuentra descontando prisión preventiva, la cual vencía el 29 de julio de 2015, ese mismo día, se señaló audiencia para conocer sobre la prórroga de la medida cautelar de prisión preventiva impuesta al amparado. No obstante, la defensa técnica del tutelado presentó la justificación debida, indicando que no podía presentarse a la audiencia en cuestión, en virtud de un debate previamente señalado ante el Tribunal Penal de Alajuela. Sin embargo, el Juez Penal de Desamparados decidió continuar con la realización de la audiencia, con presencia del amparado y sin contar con la defensa técnica correspondiente. Además, la autoridad recurrida a las 22:40 horas del 29 de julio de 2015, ordenó la prórroga de la prisión preventiva del tutelado por el espacio de dos días, es decir, a partir del 29 de julio de 2015 y hasta el 31 de julio de 2015, a efectos de contar con la participación de la defensa técnica del encartado para ese día y celebrar la audiencia de prórroga de las medidas cautelares. Así las cosas, esta Sala no desmerita la actuación del juez, pues no se trata de un acto arbitrario, al tenerse por constatado que el acto dictado, precisamente, busca realizar la audiencia con la participación de defensa del tutelado. Al no demostrarse una detención ilegítima contra el tutelado, lo procedente es la desestimatoria del recurso de hábeas corpus. Se declara SIN LUGAR el recurso.

	PENAL
	DETENCIONES ARBITRARIAS DEBIDO A CONFUSIÓN POR SUPLANTACIÓN DE IDENTIDAD

Expediente:15-011535-0007-CO 
Sentencia:012657-15

Recurso de habeas corpus contra el Organismo de Investigación Judicial. Manifiesta el recurrente que ha sido objeto de muchas detenciones por confusión, en varios retenes realizados, indica que un sujeto de nacionalidad colombiana suplantó su identidad y que esa situación le ha causado infinidad de problemas, y que a pesar de que la autoridad recurrida tiene conocimiento de la suplantación de identidad, siguen deteniéndolo y anotándolo como presunto criminal. Reclama que las autoridades recurridas han llegado a buscarlo a su casa, vulnerando con dicho actuar su honor, su honra y sus derechos. En este caso, sobre la libertad de tránsito y las causas legítimas para detener a una persona, la Sala cita el voto 012028-08. En el caso concreto, se considera que se debe acoger el recurso, ya que en efecto, de la prueba aportada por el recurrido este Tribunal constata que, ciertamente, existe una confusión de identidades entre el recurrente y otra persona con diversas causas penales. En ese sentido, de los autos se verifica que el amparado  se hizo pasar por el aquí tutelado, de manera que el nombre del recurrente aparece dentro de algunas órdenes de captura. De la prueba aportada al expediente de este hábeas corpus se acredita claramente que el nombre del tutelado continúa apareciendo en la información policial del OIJ sin ningún tipo de alerta o premisa que aclare que el recurrente no es la persona requerida en las causas penales de esta otra persona. Así las cosas, lo correspondiente en este asunto es declararlo con lugar, ya que ciertamente existen datos del tutelado vinculados a los archivos criminales del OIJ que, aparentemente, no corresponden con la realidad. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a Luis Ángel Ávila Espinoza, en su condición de Subdirector General a.i. del Organismo de Investigación Judicial, o a quien ocupe su cargo, que DE INMEDIATO coordine y gire las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para contactar al recurrente y que este se apersone voluntariamente al Archivo Criminal del OIJ donde se deberán esclarecer los datos del tutelado y su vínculo o no con la persona que realmente se investiga penalmente. 

	PENAL
	USO DE ESCUDOS DE DESCARGA ELÉCTRICA EN CENTROS PENITENCIARIOS

Expediente:15-008262-0007-CO 
Sentencia:012947-15

RECURSO DE HABEAS CORPUS CONTRA EL CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL LA REFORMA. El recurrente, quien es privado de libertad, denuncia que fue víctima de agresión por parte de los oficiales de Máxima Ámbito E de La Reforma. Manifiesta el amparado que le golpearon en sus antebrazos con las varas policiales, que tiene suturas recientes y quemadas, aduce además que le ocasionaron una fractura en su antebrazo, y le provocaron una inmovilidad. Además acusa el accionante una lesión a su integridad personal y explica que por medio de un uso excesivo de la fuerza le proporcionaron múltiples golpes y que durante el incidente además se utilizó, un escudo de descarga eléctrica.  En ésta sentencia la Sala analiza lo siguiente: A) EL DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL. Se citan una serie de resoluciones y convenciones internacionales.  B) SOBRE LA PROHIBICIÓN DE TORTURA. C) JURISPRUDENCIA INTERNACIONAL Y NACIONAL. En esta sentencia se analizan diversas sentencias de otros países de gran importancia para la resolución del asunto en cuestión. D) ABUSO DE AUTORIDAD DE LA POLICÍA PENITENCIARIA. Los hechos del caso que se analiza precisamente se producen en el Centro Penal La Reforma, en Máxima E, lugar donde recientemente esta Sala ha emitido la sentencia 2014007274 en la cual se comprobó un patrón de abuso sistemático de los privados de libertad, que revela un enfrentamiento constante entre miembros del cuerpo de seguridad y privados de libertad, que ocasionó la intervención de este Tribunal y el dictado de una serie de medidas preventivas tendentes a garantizar la seguridad de privados y custodios, que ayude a detener el ciclo de violencia que existe desde hace algún tiempo ya y que se percibe en los múltiples recursos y denuncias de los privados de libertad en varias instancias judiciales, a los cuales se suman ahora nuevos recursos que denuncian, en el mismo ámbito, el uso abusivo de escudos eléctricos, que asoma nuevamente el patrón de enfrentamiento que revelaba el uso abusivo del gas irritante y otros excesos en el uso de la fuerza, que quedaron evidenciados en recursos anteriormente resueltos por este Tribunal. Finalmente en el caso en concreto, esta Sala analizó el dictamen legal DML N° 2015-0005620 el cual es concluyente en determinar que las lesiones del privado de libertad son coherentes con su relato y acreditan fractura de antebrazo izquierdo que ameritó la colocación de un yeso, así como contusiones simples tipo excoriaciones en el rostro  que son compatibles con la historia narrada, por el recurrente, que indicó haber sido agredido por  oficiales de seguridad del centro penitenciario La Reforma, que le provocaron una descarga eléctrica con un "escudo de seguridad" y le propinaron golpes en varias partes del cuerpo por lo que se cubrió con ambos antebrazos donde lo golpearon varias veces  con la vara policial y le quebraron el antebrazo y causaron golpes en varias partes del cuerpo. Por los motivos anteriormente expuestos y según se ha acreditado de los hechos probados e informes de las autoridades recurridas se comprueba el uso desproporcionado de la fuerza en el caso del amparado, razón por la cual se declara con lugar el recurso.  De  conformidad con lo dispuesto por los artículos 50 y 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte a las autoridades del Centro de Atención Institucional La Reforma, que no deben incurrir a futuro en los actos u omisiones que dieron mérito a la estimatoria de este hábeas corpus. E) PROHIBICIÓN DEL USO DE ESCUDOS ELÉCTRICOS, PARA SITUACIONES EN LAS QUE SE ENCUENTRE INVOLUCRADO UN SOLO PRIVADO DE LIBERTAD. En particular, se reafirma que en ningún caso se puede utilizar el escudo eléctrico para infligir dolor o castigo medias que son contrarias al artículo 40 de la Constitución Política y concretamente a lo establecido en la Convención contra la Tortura y sus Protocolos suscritos por nuestro país. SE DECLARA CON LUGAR el recurso por  la lesión los artículos 5. 1, 5.2, 5.5, 7.1, 11.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), artículos 1 y 5  de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, artículos 2 y 3 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura,  y los artículos 33 y 40  de la Constitución Política. Se  establece que es prohibido el uso de escudos eléctricos para situaciones en las que se encuentre involucrado un solo privado de libertad. 

	PENAL
	DETENCIÓN DESPROPORCIONADA E INNECESARIA DE DEFENSORA PÚBLICA POR SUSTRACCIÓN DE PULSERA. 

Expediente:15-010837-0007-CO
Sentencia:013239-15

Recurso de hábeas corpus contra la FISCALÍA PENAL DE SANTA CRUZ, GUANACASTE, el JUZGADO PENAL DE NICOYA y la FISCALÍA ADJUNTA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE. En este caso se acusó a una Defensora Publica de un hurto simple por la sustracción de una pulsera, valorada en quince mil colones, según la denuncia formulada, por un funcionario judicial y representante de una tienda. Indica que la amparada fue detenida, a partir de la intervención de allanamiento que fue realizado en su vivienda, con la intención de obtener el supuesto bien sustraído, con resultado negativo. Señala que la amparada fue custodiada por el Organismo de Investigación Judicial desde su casa de habitación hasta la Fiscalía de Nicoya, ese mismo día. Permaneció detenida hasta las 11:00 horas del 21 de julio de 2015, momento en que el Ministerio Público tomó la determinación de ordenar la libertad de la tutelada, sin sujeción a medidas cautelares. Señala que esta detención fue desproporcionada e innecesaria en razón de que la amparada es funcionaria judicial que labora en la Defensa Pública de Nicoya, así una citación hubiese sido suficiente para cumplir con la diligencia de indagatoria que realizó el Ministerio Público. Además, manifiesta que esta situación generó una afectación a sus derechos, debido a la violación de la confidencialidad de los casos bajo investigación, toda vez que la diligencia fue realizada sin darle oportunidad de tomar decisión sobre su libertad ambulatoria, en presencia de medios de comunicación, a la vista de personas residentes en su casa de habitación, vecinas y compañeras judiciales. Aduce que en el momento que se realizó la diligencia de allanamiento, mediante un "show mediático", se informó a la cadena de noticias Repretel sobre la diligencia de investigación que se estaba realizando en la vivienda de la amparada, por lo cual un medio televisivo se apersonó al lugar. Por mayoría, se declara parcialmente con lugar el recurso, para efectos indemnizatorios. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. El Magistrado Armijo Sancho lo declara con lugar, por razones diferentes. Los Magistrados Cruz Castro y Salazar Alvarado salvan el voto y lo declaran sin lugar. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	PENAL
	PRUEBA RECABADA DE FORMA ILEGÍTIMA POR TRASGRESIÓN AL SECRETO BANCARIO EN PROCESO PENAL

Expediente:15-011762-0007-CO 
Sentencia:012794-15

Recurso de hábeas corpus contra el TRIBUNAL DE JUICIO PENAL DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ.  El recurrente acusa lesión a sus derechos fundamentales al argumentar, una serie de errores y vicios en el proceso por parte del Tribunal del Juicio Penal del II Circuito Judicial de San José, debido a la incorporación de prueba recabada de forma ilegítima, en trasgresión al secreto de las comunicaciones bancarias y acceso de documentos privados sin contar con resolución emitida por autoridad jurisdiccional competente debidamente fundamentada.  Estima esta Sala que ello hace referencia a un extremo que debe discutirse y dilucidarse en el propio proceso penal.  No le corresponde a este Tribunal suplir a la jurisdicción penal en sus funciones o actuar como alzada en la materia, a efectos de determinar la procedencia o legalidad de la prueba aportada al proceso penal, pues ello implicaría incidir en el ámbito de competencia confiado a los jueces penales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 153 de la Constitución Política. Máxime que en la actualidad el amparado se encuentra en libertad. El recurrente cuestiona la constitucionalidad del artículo 452 del Código Procesal Penal, anterior artículo 437 (el cual cambió su numeración según lo establecido el artículo 18 de la Ley de Protección a Víctimas, Testigos y demás intervinientes en el Proceso Penal, Ley número 8720 del 4 de marzo de 2009). Sin embargo, esta Sala ya ha analizado la constitucionalidad de dicha norma y ha determinado que esta no es incompatible con el Derecho de la Constitución, en la sentencia número 2005-00845 de las 11:27 horas del 28 de enero de 2005 de este Tribunal Constitucional. Se rechaza por el fondo el recurso.

	PENAL
	AUDIENCIA DE PRORROGA DE MEDIDA CAUTELAR MAL GRABADA  


Expediente:15-011899-0007-CO 
Sentencia:013294-15 


Recurso de hábeas corpus interpuesto contra el JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES DE PUNTARENAS y el TRIBUNAL DE JUICIO DEL PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN). La recurrente reclama violación a la libertad personal de la tutelada, pues acusa que existieron varias irregularidades al momento de imponer la prórroga de prisión preventiva en su contra, como sería la mala grabación de esa audiencia. Al constatarse los problemas técnicos en la grabación de la audiencia en cuestión, que hacen difícil el acceso a su contenido, por lo que no es posible escuchar las motivaciones del Juez respecto a la prórroga de la prisión preventiva, se constata una violación al derecho de defensa de la tutelada, ya que el Juez debe necesariamente fundamentar su decisión de imponer la prisión preventiva, para lo cual debe indicar los motivos de hecho y de derecho en que se apoya, pues no se trata de repetir los presupuestos legales que permiten la medida, sino de darles contenido, a fin de que el interesado pueda ejercer su derecho de defensa e impugnar la decisión ante el Superior, si a bien lo tiene. En este sentido, lo que corresponde es anular las dos resoluciones sobre la prórroga de la prisión preventiva –la resolución que la impuso y la resolución que confirmó esta medida-, ordenando la reposición de la audiencia que conoce la solicitud de prórroga de la prisión preventiva. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad de la tutelada. Se anula la resolución de las 11:30 horas del 01 de julio de 2015 del Juzgado Penal de Buenos Aires de Puntarenas y el voto número 605-2015 de las 15:25 horas del 07 de agosto de 2015 del Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Pérez Zeledón. Se ordena al Juzgado Penal de Buenos Aires de Puntarenas la reposición de la audiencia que conoce la solicitud de prórroga de prisión preventiva en contra de la tutelada, y la acreditación de la misma mediante los medios técnicos pertinentes. CL

	PENAL
	PRÓRROGA DE MEDIDA CAUTELAR VÁLIDA A PESAR DE NO CONTAR CON VISTA PRIVADA PARA EL AMPARADO


Expediente:15-012365-0007-CO 
Sentencia:013365-15


Recurso de hábeas corpus contra el JUZGADO PENAL DEL TERCER CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ, SEDE HATILLO.-   El recurrente alega que se presentó a una audiencia de revisión de las medidas  cautelares  en la  cual  el Juez  Penal y su abogado llegaron al acuerdo de  realizar  una  audiencia o vista oral  privada  con  él,  sin  la  presencia de otros imputados y abogados defensores; sin embargo, dicha audiencia no ha sido programada.   Se tiene por acreditado que el 13 de julio de 2015 se realizó la audiencia respectiva, y mediante resolución de las 15:58 horas del 14 de julio de 2015, el despacho recurrido prorrogó por 3 meses más la prisión preventiva del tutelado. Según indica el juez recurrido bajo juramento la resolución de las 15:58 horas del 14 de julio de 2015 le fue notificada al amparado  La pretensión principal del recurrente fue atendida mucho antes que se interpusiera este recurso de habeas corpus. En todo caso, se advierte que, incluso, desde el 18 de mayo de 2015 (es decir, pocos días después de que solicitara el cambio de medida cautelar), el despacho accionado revisó de oficio la prisión preventiva decretada, determinando que lo procedente era mantener la medida toda vez que para ese momento las circunstancias no habían variado. Bajo esa inteligencia, es claro que desde el 18 de mayo de 2015, el recurrente tenía conocimiento de la posición del juzgado accionado en relación con el tema del mantenimiento de la prisión preventiva (ver en sentido similar la sentencia número 2015-012301). Se declara sin lugar el recurso. SL

	PENAL
	USO ABUSIVO DE LA FUERZA EN DETENCIÓN POLICIAL


Expediente:15-012508-0007-CO 
Sentencia:013393-15


Recurso de habeas contra la Delegación de la Fuerza Pública de Belén de Carrillo, Guanacaste. La recurrente alega que el 18 de agosto de 2015, aproximadamente a las 20:45 horas, oficiales de la Fuerza Pública de Belén de Carrillo detuvieron al tutelado y una vez que lo trasladaron a la delegación, lo golpearon, esposaron y le quitaron los zapatos por lo que tuvo que presentarse a la audiencia descalzo. Estima vulnerada la integridad física en perjuicio del tutelado. En relación con el abuso en la utilización de la fuerza por los oficiales que detuvieron al tutelado el 18 de agosto de 2015, existen suficientes indicios para considerar que sí hubo un menoscabo a su integridad física. Advierta el recurrido que en su jurisprudencia, esta Sala ha reconocido que las autoridades de policía pueden utilizar la fuerza para controlar aquellas personas que así lo ameritan; sin embargo, el empleo de esta debe ser razonable y proporcionado, pues de lo contrario se cae en abusos contrarios a la dignidad e integridad física de los detenidos. En el sub lite , los límites en la utilización de la fuerza en el caso del tutelado fueron sobrepasados, lo que vulneró sus derechos fundamentales. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo por infracción a la integridad física. Se ordena a Albis Ortíz Gutiérrez, en su condición de Jefe de la Delegación Distrital de Belén de Carrillo, o a quien ejerza ese cargo, que inicie de inmediato las investigaciones correspondientes a fin de determinar las eventuales responsabilidades de los oficiales involucrados en los hechos objeto de este recurso, lo cual no podrá superar el plazo de un mes contado a partir de la notificación de este pronunciamiento. Luego de eso deberá iniciar el procedimiento disciplinario correspondiente, que no podrá durar más de dos meses hasta el dictado del acto final. CLP

	PENITENCIARIO
	DESABASTECIMIENTO DE AGUA POTABLE EN CENTRO PENITENCIARIO

Expediente:15-011079-0007-CO 
Sentencia:012595-15

Recurso de contra la DIRECCIÓN GENERAL DE ADAPTACIÓN SOCIAL y el CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL LA REFORMA. Los privados de libertad del Centro Penitenciario La Reforma manifiestan lo siguiente: A) reclaman que tienen cuatro días sin agua, lo que afecta a una población de más de 8.000 privados de libertad. Indican que los han estado abasteciendo con agua que no es potable, y que la transportan en un tanque sucio y herrumbrado, que es movido por un "chapulín" o tractor. Además, señalan que el tanque descrito es muy pequeño y lo que les brindan son dos estañones que no les alcanza para sus necesidades, ya que en el Ámbito D, módulo D6 son 80 privados de libertad. Explican que ese abastecimiento se da tres veces al día y con esa agua, deben limpiar los servicios sanitarios, lavar la ropa, bañarse, lavar trastos, asear el dormitorio y cubrir otras necesidades. Dicen que únicamente alcanza para que se bañe la mitad del dormitorio y tienen ropa sucia acumulada. Alegan que ese líquido tiene un sabor feo, por lo que no pueden usarla para consumo humano ni para lavarse los dientes. B) Asimismo, alegan que las alcantarillas que se ubican al costado de ese módulo D no tienen tapas, por lo que las aguas negras de los otros módulos pasan por ese lugar y provocan malos olores y moscas. C) Los recurrentes alegan que en el Módulo D de ese Centro Penal, no hay salón para recibir las visitas, por lo que deben ser trasladados al gimnasio de los ámbitos de mínima para recibir a sus parientes, lo que significa caminar unos sesenta metros que cuando llueve se enlodan y mojan, pues no existe un camino techado y cementado, aunado a que antes de ingresar al gimnasio existe una inclinación del terreno sin gradas que es peligrosa porque si se resbalan caen en la alcantarilla. Esta Sala observa que estando en presencia de una población que se encuentra privada de libertad en un centro penitenciario, de conformidad con lo alegado en el presente asunto, se ha quebrantado su derecho a la salud, pues existió una situación de desabastecimiento temporal de agua potable en Centro Penal La Reforma, debido a un hecho fortuito. Anteriormente la Sala se refirió sobre el asunto en cuestión mediante sentencia No. 2015012177 de las 09:05 horas del 7 de agosto de 2015. En ese sentido, debe considerarse la relación de sujeción especial en que se encuentran los privados de libertad y los problemas convivenciales que podrían generarse entre los reclusos por la satisfacción prioritaria de sus necesidades, más si dicha situación se vuelve permanente durante cuatro días, pese al intento de suministrar agua potable mediante las otras fuentes de abastecimiento, ya citadas. Por tales razones, resulta evidente que el retardo de la Administración recurrida en solucionar el daño de la bomba,  vulneró el derecho a la salud del recurrente y demás privados de libertad. En consecuencia, lo procedente es declarar con lugar el recurso. Se declara parcialmente con lugar el recurso; ordena que en el plazo de OCHO MESES contado a partir de la notificación de esta sentencia, deben coordinar entre las entidades que correspondan, las acciones necesarias para que se brinde una solución definitiva al problema denunciado respecto las emanaciones producto de las aguas negras que transcurren por las alcantarillas que se encuentran a un costado del Ámbito de Convivencia D del Centro de Atención Institucional La Reforma.

	PENITENCIARIO
	ACCESO A LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL PARA LOS PRIVADOS DE LIBERTAD


Expediente:15-011839-0007-CO 
Sentencia:013146-15

Recurso de amparo contra el CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL LA REFORMA. El accionante alega que se encuentra privado de libertad en la Unidad de Pensiones Alimentarias del CAI La Reforma.  Indica que el 7 de agosto de 2015, un privado de libertad, actuando como vocero de la Dirección del CAI, les comunicó que el Director dispuso que desde el fax de ese centro solo iban a enviar escritos para los juzgados, mas no iban a remitir los recursos de amparo y hábeas corpus hasta tanto la Sala Constitucional no enviara las resoluciones de tres recursos. Además, acusa que se les indicó que solo se permite enviar tres páginas por escrito.  Este Tribunal tiene por acreditado que no existió directriz alguna por parte de las autoridades penitenciarias en el sentido de que no se enviarían más recursos de los privados de libertad ante la Sala Constitucional. Sin embargo, pese a lo anterior, el mismo recurrido acepta que  los oficiales de guardia de la Unidad de Pensiones Alimentarias del CAI recurrido sí externaron que no continuarían remitiendo dichos recursos ante este Tribunal.  En esta línea, de los elementos habidos en autos, se colige que las manifestaciones de los oficiales obedecieron a una represalia por un recurso de amparo en el cual los privados de libertad les achacaban actuaciones indebidas.  Partiendo de esta relación de hechos, es preciso destacar que el acceso a la justicia constitucional, a fin de solicitar la tutela de los derechos fundamentales, no puede verse coartado o amenazado bajo ninguna circunstancia. Así las cosas, la sola amenaza proferida por los oficiales de guardia en el sentido de que ya no remitirían los recursos mediante los que los privados de libertad invocan la tutela de sus derechos fundamentales, lesiona palmariamente el bloque de constitucionalidad vigente en nuestro país.   Se declara parcialmente con lugar el recurso solo en lo que se refiere a la amenaza de los oficiales de guardia contra el acceso a la justicia constitucional de los privados de libertad. Se le ordena a Juan Antonio Barrantes Barrantes y Ronald Zúñiga Castro, por su orden Director General a.i. y Director de la Unidad de Pensiones Alimentarias, ambos del Centro de Atención Institucional La Reforma, o a quienes en su lugar ocupen los cargos, que inicien de inmediato las investigaciones correspondientes a fin de determinar las eventuales responsabilidades de los oficiales involucrados en los hechos objeto de este amparo. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.  Notifíquese este pronunciamiento a Juan Antonio Barrantes Barrantes y Ronald Zúñiga Castro, por su orden Director General a.i. y Director de la Unidad de Pensiones Alimentarias, ambos del Centro de Atención Institucional La Reforma, o a quienes en su lugar ocupen los cargos, en forma personal. 

	PENITENCIARIO
	HACINAMIENTO EN EL CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL LA REFORMA

Expediente:15-007890-0007-CO 
Sentencia:012963-15

Recurso de amparo contra la MINISTERIO DE JUSTICIA Y PAZ, la DIRECCIÓN GENERAL DE ADAPTACIÓN SOCIAL y el CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL (CAI) LA REFORMA. La recurrente expone que el CAI presenta una sobrepoblación de 39.28%, y alega la inexistente o inadecuada atención técnica grupal e individual para 36 privados de libertad en el CAI La Reforma. En esta línea, la Sala ha sostenido la posición de amparar a los privados de libertad que se encuentran recluidos en condiciones de hacinamiento crítico, ya que esta situación no solo violenta su dignidad humana, sino que apareja también, en la  mayoría de los casos,  un quebranto a otros derechos fundamentales; en especial, el derecho a la salud y a la integridad física. De esta manera, para determinar si un centro penitenciario sufre hacinamiento crítico, se ha recurrido a los parámetros fijados por las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos y a las recomendaciones del Comité Europeo para los Problemas Criminales, de las cuales se extrae que existe un hacinamiento crítico cuando hay densidad superior o igual a 120 detenidos por 100 lugares realmente disponibles (véase la sentencia Nº 7484-2000 de las 9:21 hrs. del 25 de agosto de 2000). La recurrente alegó la inexistente o inadecuada atención técnica grupal e individual de los privados de libertad tutelados. La mayoría de este Tribunal declaró sin lugar este extremo del recurso por considerar que se trata de un tema de legalidad, que corresponde ser analizado por la propia Administración penitenciaria o, en su defecto, el Juez de Ejecución de la pena competente. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en lo respecta a la problemática de  hacinamiento que aqueja el Centro de Atención Institucional La Reforma. Se le ordena a la Ministra de Justicia y Paz, Director General de Adaptación Social y Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, realicen las acciones necesarias y pertinentes a fin de que, en el plazo de 18 meses contado a partir de la notificación de este pronunciamiento, se solvente el problema de hacinamiento en el Centro de Atención Institucional La Reforma.  Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.  El Magistrado Armijo Sancho salva el voto en lo que respecta a la atención técnica de los privados de libertad.

	PENITENCIARIO
	INTERVENCIONES CORPORALES ABUSIVAS POR SUPUESTA PORTACIÓN DE DROGA AL INGRESO DEL CENTRO PENITENCIARIO

Expediente:15-012149-0007-CO 
Sentencia:013630-15

Recurso de hábeas corpus contra EL CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL DR. GERARDO RODRÍGUEZ ECHEVERRÍA, EL MINISTERIO PÚBLICO y LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. La recurrente acusa que fue objeto de tratos crueles y degradantes por parte de las autoridades recurridas, quienes le acusaban de intentar introducir drogas en el Centro de Atención Institucional Dr. Gerardo Rodríguez Echeverría. Asegura que fue acosada constantemente por los policías penitenciarios, posteriormente, fue traslada a la Fiscalía y se le entregó una orden para la realización de un estudio radiológico; sin embargo, una vez en el Hospital San Rafael de Alajuela y, pese a que se realizó el referido examen que también dio resultado negativo, un ginecólogo le practicó un tacto vaginal y otro tacto anal en contra de su voluntad y mientras se encontraba esposada, lo cual, fue degradante y humillante. En este caso, se indica que en cuanto a la práctica de este tipo de pruebas que implica realizar intervenciones corporales, esta Sala ha indicado límites claros, entre ellos, que no debe poner en peligro la salud del examinado, deben ser ejecutadas por un médico según las reglas de la práctica médica o un perito idóneo previa orden necesaria de autoridad competente, debe tener utilidad (que se espere de ella un resultado de utilidad para la causa que se trate), deben existir indicios comprobados contra la persona acusada, la medida debe ser necesaria (esto es que el resultado que de ellas se espera no pueda ser obtenido por otros medios menos gravosos, pues si es posible sustituirla por una medida menos lesiva, esta última es la que ha de prevalecer) y, además, debe ser proporcional la intervención (es decir, debe existir proporcionalidad de la intervención, de la lesión que se pretende ejecutar, con la naturaleza de la lesión al bien jurídico que se ha dado con el delito que se investiga, pues deben guardar una relación de proporcionalidad a fin de equilibrar los intereses en juego. Así, se establece que la orden de la Fiscalía iba dirigida única y exclusivamente a realizarle a la amparada un examen radiológico y, por ende, considera esta Sala, que con la realización de otros exámenes adicionales a la recurrente sin orden expresa de autoridad competente, los funcionarios del centro médico recurrido excedieron las actuaciones que le fueron autorizadas por la autoridad jurisdiccional competente y, por ende, las pruebas resultaron innecesarias en los términos explicados pues, es claro, que ya se había obtenido un resultado negativo de un examen menos invasivo. Por lo expuesto, lo procedente es declarar con lugar el recurso, en cuanto a la autoridades médicas recurridas, tal y como se establece en la parte dispositiva de esta sentencia. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso. Se ordena al Dr. Francisco Pérez Gutiérrez en su condición de Director General del Hospital San Rafael de Alajuela, o a quien su lugar ejerza el cargo, que gire las directrices correspondientes a sus subalternos para que se abstengan de incurrir en situaciones como las que sirvieron de fundamento a la estimatoria de este recurso de amparo. CLP

	PODER EJECUTIVO
	SE ORDENA ARREGLAR EN UN PLAZO DE DIECIOCHO MESES, LAS LABORES DE ASFALTADO DE LA RUTA NACIONAL EN MIRAMAR

Expediente:15-011517-0007-CO 
Sentencia:013104-15

 Recurso de amparo contra el CONSEJO  NACIONAL  DE VIALIDAD. El recurrente acusa que desde los primeros meses  de  2014, no se ha realizado mantenimiento vial  de la ruta 604 y los arreglos  que  se  le  han realizado son de muy  baja calidad, ya  que dicha  carretera  no  posee  capa  asfáltica, únicamente lastre, lo cual ha causado grandes desniveles y huecos; y además, al ser una zona  árida, la  mayoría del  año se  produce  gran cantidad de polvo cuanto transitan  los  vehículos,  lo  que perjudica la salud de los habitantes de dicha ruta, sobre la cual se desplazan niños y jóvenes para asistir a clases a Puntarenas centro. La Sala ha sostenido que los derechos fundamentales a la salud y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado gozan de profundo reconocimiento en el Derecho de la Constitución, con sustento en el propio texto constitucional y en diversa normativa internacional aplicable en Costa Rica. El derecho a la vida reconocido en el numeral 21 de la Constitución es la piedra angular sobre la cual descansan el resto de los derechos fundamentales de los habitantes de la república. Este Tribunal ha recurrido a la utilización de la noción de “calidad ambiental” como un parámetro, precisamente, de la calidad de vida de las personas, que se conjuga con otros elementos tales como la salud, la alimentación, el trabajo y la vivienda, haciendo referencia a que toda persona tiene derecho a hacer uso del ambiente para su propio desarrollo pero no de manera ilimitada, ya que, también, existe un deber de protección y preservación del medio ambiente para las generaciones presentes y futuras -principio de desarrollo sostenible. Este Tribunal Constitucional se ha pronunciado respecto de situaciones similares a la que en este caso nos ocupa, en que se reclama la contaminación y su correlativo riesgo a la salud de los administrados, afectados con el polvo que se produce por el constante desplazamiento de vehículos por una calle lastreada. Así, aunque resulta claro que la Sala no es ajena a las eventuales restricciones y limitaciones presupuestarias que presenta el Estado, que como en el caso particular, debe asumir el Consejo Nacional de Vialidad, por tratarse de una Ruta Nacional, lo cierto es que el Derecho de la Constitución exige una tutela firme en cuanto a la garantía de que se respeten los derechos fundamentales de la generalidad de los ciudadanos (en similar sentido véanse sentencias 2011-14193, 2011-06514 y 2010-14079), máxime que como en el caso que nos ocupa, se trata ni más ni menos, del más importante de ellos, como lo es el derecho a la vida, por cuestionarse un alto y constante riesgo a la salud al que están siendo sometidos los vecinos de la Ruta Nacional 160 por el paso de vehículos. De ahí que aun cuando las autoridades recurridas describen las diferentes gestiones que han realizado sobre el manejo del problema, impera el hecho de que no existe todavía una solución ni una fecha cierta, o al menos, aproximada del inicio del asfaltado de la vía nacional, razón por la que se debe estimar el amparo, a efecto de que las autoridades del CONAVI tomen medidas que busquen solucionar con certeza el problema denunciado. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a Mauricio Salom Echeverría, Director Ejecutivo a.i. del Consejo Nacional de Vialidad, o a quien ocupe ese cargo, girar las órdenes necesarias para que en el término de DIECIOCHO MESES, contado a partir de la notificación de esta resolución, se inicien las labores de asfaltado de la Ruta Nacional 604 en el tramo de 4.5 kilómetros que une la entrada del pueblo de Aranjuez con el sector de Cuatro Cruces de Miramar y así solucionar el problema denunciado. Las Magistradas Hernández López y Salas Torres salvan el voto y rechazan de plano el recurso. El Magistrado Salazar Alvarado pone nota.

	PODER EJECUTIVO
	PELIGRO INMINENTE POR FALTA DE REPARACIÓN DE PUENTE EN SAN CARLOS 

Expediente:15-008188-0007-CO
Sentencia:013252-15. 

Recurso de amparo contra EL CONSEJO NACIONAL DE VIALIDAD Y LA COMISIÓN NACIONAL DE PREVENCIÓN DE RIESGOS Y ATENCIÓN DE EMERGENCIAS. La recurrente reclama que los dos puentes que conectan la comunidad de Cuatro Esquinas de Pital de San Carlos con la zona de Boca Tapada (Quebrada del Huevo Cuatro Esquinas y Quebrada el Huevo la Legua) necesitan reparaciones urgentes, porque se encuentran en estado de deterioro y ponen en riesgo a las personas usuarias que transitan -entre ellos mujeres embarazadas y niños-, además que su uso, está limitado a motocicletas y peatones. El peligro inminente permanece y, por ende, es evidente que las mismas resultan insuficientes para corregir la situación. Al respecto, es necesario explicarle a la autoridad recurrida que sobre ella pesan obligaciones específicas, de conformidad con los principios de eficiencia y eficacia -que delimitan el derecho al buen funcionamiento de los servicios públicos- y, por ende, según el ámbito de su competencia, debe tener capacidad de previsión y de detección del deterioro de la infraestructura vial, en aras de evitar situaciones de riesgo para los administrados. Lo anterior, sin que las razones de naturaleza presupuestaria o, en general, la falta de recursos materiales, puedan ser justificantes para el incumplimiento de sus obligaciones. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, con respecto a la responsabilidad del Consejo Nacional de Vialidad. En consecuencia, se le ordena a Carlos Segnini Villalobos, en su condición de Presidente del Consejo de Administración del Consejo Nacional de Vialidad, que dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias gire las instrucciones pertinentes, coordine y de manera inmediata tome las medidas necesarias, efectivas y oportunas para garantizar la solución del mal estado de los dos puentes de madera ubicados en la comunidad de Cuatro Esquinas de Pital de San Carlos, sobre la Ruta Nacional 250, que comunican con la zona de Boca Tapada, lo que deberá realizar en el plazo máximo de SEIS MESES, a partir de la notificación de esta sentencia, dentro del cual, si no se contara con los recursos en este momento, deberá gestionar oportunamente una modificación presupuestaria e introducir los recursos que permitan tomar las acciones pertinentes para darle la solución al problema indicado. Se declara sin lugar el recurso, respecto a la responsabilidad de la Comisión Nacional de Emergencias. CLP

	PROPIEDAD
	SE ACUSA CIERRE DE SERVIDUMBRE AGRÍCOLA

Expediente:15-009604-0007-CO 
Sentencia:012523-15

Recurso de amparo contra MUNICIPALIDAD DE BUENOS AIRES, PUNTARENAS. Señala el recurrente que ha estado teniendo problemas con algunos vecinos que cierran el camino público. Por ese motivo se realizaron gestiones ante la corporación municipal recurrida a fin de que se ordenara la reapertura del mismo, lo que se dispuso el 20 de abril del 2012. Este Tribunal ha manifestado que los caminos públicos constituyen bienes demaniales. El dominio público se encuentra integrado por bienes que manifiestan, por voluntad expresa del legislador, un destino especial de servir a la comunidad, al interés público. Son los llamados bienes dominicales, bienes demaniales, bienes o cosas públicas o bienes públicos, que no pertenecen individualmente a los particulares y que están destinados a un uso público y sometidos a un régimen especial, fuera del comercio de los hombres, es decir, afectados por su propia naturaleza y vocación. Se acreditó que registralmente que el camino que se alega que es público y que se encuentra cerrado, corresponde a una servidumbre agrícola. Así las cosas, es evidente que tanto de las manifestaciones del recurrente, como de los representantes municipales se desprende que lo que se está discutiendo en este recurso de amparo escapa a la competencia de la Sala, pues a esta jurisdicción no le compete dilucidar este tipo de asuntos en el marco de un proceso de amparo, cuya naturaleza sumaria no es compatible con la evacuación de pruebas abundantes o complicadas, por lo cual, deberá el gestionante plantear sus inconformidades o reclamos ante la vía administrativa o jurisdiccional competente -tal y como ya lo hizo-, instancias en las cuales podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. Se declara sin lugar el recurso. 

	REGISTRO CIVIL
	DERECHO A LA NACIONALIDAD. SE ORDENA INSCRIBIR A MENOR, HIJO DE PADRE COSTARRICENSE

Expediente:15-010548-0007-CO
Sentencia:012098-15

Recurso de amparo contra el TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES. Alega el recurrente, ciudadano costarricense, que solicitó ante el recurrido, la inscripción de su hijo como costarricense, aunque nació en los Estados Unidos, no obstante, se le exige un requisito que violenta los derechos fundamentales del menor, pues no le es posible conseguir los documentos, ya que no cuenta con el certificado de nacimiento original, porque se extravió, fue deportado de los Estados Unidos, y por ende, no puede ingresar a este territorio. Aduce que su hijo tiene derecho a ser ciudadano costarricense y, para tales efectos, resulta irrelevante en dónde ocurrió el nacimiento. Alega que el Registro Civil cuenta con métodos idóneos, como prueba de marcadores genéticos, que facilitan la verificación de su identidad. De los autos y del informe rendido bajo juramento por la autoridad recurrida, se tiene como acreditado, que el menor amparado es hijo de padre costarricense. Por ello, y en virtud del artículo 13 de la Constitución Política, es considerado costarricense independientemente del lugar donde haya ocurrido su nacimiento. Si bien la función del Registro Civil consiste en resolver las solicitudes para adquirir y recuperar la calidad de costarricense, particularmente en la actualidad ésta es una labor primordialmente de constatación, pues se cuenta con métodos que facilitan dicha verificación, como es el caso de las pruebas de marcadores genéticos a las cuales puede acudir la autoridad recurrida para determinar con certeza la filiación. El tema del derecho a la nacionalidad -y los derechos que de éste derivan- es un tema de derechos fundamentales que, como tal, ha sido ampliamente tratado por esta Sala. De modo que, si se tiene por demostrado que el amparado es hijo de padre costarricense, no existe razón alguna para denegarle el derecho fundamental que se reclama. Así las cosas, lo procedente es acoger el recurso como en efecto se hace. Se cita el voto 02513-07. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Carolina Phillips Guardado, en su condición de Jefe a.i. de la Sección de Inscripciones del Tribunal Supremo de Elecciones, o a quien ocupe su cargo, disponer lo necesario para que la solicitud de inscripción de nacimiento del recurrente se tramite con la amplitud probatoria que le confiere su derecho a la nacionalidad y que el ordenamiento jurídico permite. 

	SALUD
	CAMBIO DE CENTRO DE SALUD ADSCRITO POR LUGAR DE RESIDENCIA NO VULNERA EL DERECHO A LA SALUD 


Expediente:15-011784-0007-CO
Sentencia:013282-15 


Recurso de amparo contra el Director Médico y el Jefe de la Sección de Registros Médicos, ambos de la Clínica Dr. Ricardo Moreno Cañas. El recurrente alega que el carné de su madre venció el 13 de julio de 2015, por lo que acudió a la Clínica Dr. Moreno Cañas para el trámite de renovación respectivo. Dice que, sin embargo, ese trámite fue rechazado alegando que  "siempre ha vivido en Barrio México"  y,  en  consecuencia, debía acudir a su respectiva área de salud y de allí al Hospital México si así lo consideraban las  autoridades de salud. Proceder, con el cual manifiesta inconformidad, pues la amparada ya recibe atención en diferentes servicios médicos del Hospital San Juan de Dios. Para esta Sala, en el presente asunto no se está ante una denegatoria arbitraria de la atención médica pues, atendiendo a la normativa institucional y al criterio de adscripción conforme el lugar la residencia, a la amparada no se le renovó en la Clínica Dr. Ricardo Moreno Cañas el carné de adscripción debido a que vive en Barrio México, por lo que le corresponde a otros centros de salud su atención.  Actuaciones como la cuestionada han sido avaladas por este Tribunal al considerar que esa posición, en sí misma, no implica una lesión del derecho a la salud (véase, en similar sentido, el voto No. 2013-004520 de las 14:30 hrs. de 9 de abril de 2013). Más bien, se concluye que se trata de una disconformidad del recurrente, pues estima que a su madre se le debe continuar atendiendo en el Hospital San Juan de Dios y no en el Hospital México, donde se colige le corresponde en razón de su lugar de domicilio. Es evidente, que la Administración está en la obligación legal de verificar una serie de condiciones y requisitos para cumplir con la normativa que regula la materia, lo cual, implica una discusión de legalidad ordinaria que debe ser ventilada en las instancias competentes.   Se declara sin lugar el recurso. SL

	SERVICIOS PÚBLICOS
	ABASTECIMIENTO IRREGULAR DE AGUA POTABLE AGUAS CLARAS DE SAN VITO DE COTO BRUS

Expediente:15-011239-0007-CO 
Sentencia:013061-15

Recurso de amparo contra INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS. Manifiesta la parte recurrida que en la comunidad de Aguas Claras, ubicada a diez minutos del centro de San Vito, existe una considerable cantidad de casas y otras edificaciones. Reclama que durante varias horas del día se suspende el suministro de agua potable. Estima violentado el derecho a un servicio de abastecimiento de agua potable, derivado del derecho a la vida y a la salud. La Sala en su jurisprudencia, se ha referido reiteradamente sobre el derecho fundamental al buen funcionamiento de los servicios públicos. En este caso concreto, el abastecimiento irregular de agua potable denunciado por el recurrente, obedece  a que no existe un tanque de almacenamiento propio para el abastecimiento de la comunidad, y entonces, cuando se presentan problemas en la red de distribución, los vecinos de dicha zona se ven afectados, en virtud de la topografía del terreno y a que se encuentran en la final de la red de distribución. Lo anterior evidencia que efectivamente, se han presentado una serie de deficiencias en la cantidad de agua que reciben los vecinos de la comunidad en cuestión, sin que la autoridad recurrida haya llevado acciones concretas para buscar una solución integral a ese problema. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a  Mario Villarevia Rivera, en su condición de Jefe de la Oficina Cantonal del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, en Coto Brus, o a quien ejerza el cargo, girar de inmediato las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que: 1) Se adopten las medidas necesarias y ejecuten las acciones pertinentes a fin de que se corrijan los problemas y se garantice a los vecinos de la comunidad de Aguas Claras un suministro continuo de agua potable. 2) Se adopten todas las medidas de urgencia que sean necesarias, como reparto de agua con camiones cisterna y cualesquiera otras, para disminuir al máximo la carencia del agua potable en la comunidad de Aguas Claras. 3) Proceder en forma inmediata a gestionar lo pertinente para que en el menor plazo posible concluya el proyecto de inversión del tanque de almacenamiento en el sector de Aguas Claras. Se condena al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. 

	SERVICIOS PÚBLICOS
	DESABASTECIMIENTO DE AGUA EN EL CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL LA REFORMA 

Expediente:15-009404-0007-CO 
Sentencia:012974-15

Recurso de amparo contra el MINISTERIO DE JUSTICIA Y PAZ. Reclama el recurrente que el problema de falta de abastecimiento de agua que persiste en el Centro de Atención Institucional La Reforma, al Centro de Atención Institucional San Rafael, donde fue reubicado. Describe que no hay agua en los baños, ni corre agua en las pilas, ni en los servicios sanitarios, ya que se almacena en estañones, y  debe acarrearse. Indica que, al menos en los Ámbitos A y B, la racionalización del agua es excesiva durante el día y, en la noche, el servicio se suspende, definitivamente, todo lo cual provoca serios problemas de aseo y posibles enfermedades. Reclama además, que no se proporcionan suficientes utensilios de limpieza, lo cual agrava la situación planteada. Del caso en cuestión, se tiene que a nivel general, el abastecimiento de agua en el Centro Penitenciario se hace de forma racionalizada, pues es evidente la falta de suministro continuo y la necesidad de tomar medidas que  garanticen que los tanques que hay mantengan una suficiente captación del líquido, y con ello se puedan atender las necesidades del centro ante situaciones de escasez y de aumento de la población. En el informe dado a esta Sala por parte de la autoridad recurrida, se indica que en los Ámbitos A y B existe un horario para tener acceso al  agua. En cuanto a la calidad del agua se indica -en el citado informe- que la potabilidad ha sido monitoreada constantemente para verificar que cumple con la calidad requerida; encontrándose que  el agua del centro es apta para consumo humano. Asimismo, se desprende que sí se suministran  utensilios de limpieza, lo que se hace conforme a la administración y el reparto que se realiza desde la bodega del centro, dándosele prioridad a los privados de libertad que fungen como misceláneos y cuya ocupación es mantener la higiene de los dormitorios y principalmente de los baños (duchas), los que en la actualidad se encuentran en adecuadas condiciones. Se declara  CON LUGAR el recurso. Se ordena a Antonio Barrantes Barrantes en su condición de Director a.i. del Centro de Atención Institucional La Reforma y a  Reynaldo Villalobos Zúñiga, en su condición de Director General de Adaptación Social, así como a quien ocupe el puesto de  Viceministro de Justicia del Ministerio de Justicia y Paz, o a quiénes en su lugar ocupen esos cargos, de que forma INMEDIATA tomen las medidas necesarias y giren las órdenes pertinentes para en el plazo máximo de 24 horas, contados a partir de la notificación de esta resolución, solucionen de forma definitiva los problemas de abastecimiento y suministro de agua potable en el Centro de Atención Institucional La Reforma y se garantice el abastecimiento de agua de forma continua, es decir por las 24 horas los 7 días de la semana.  

	SERVICIOS PÚBLICOS
	SUJETO PRIVADO DEBE PERMITIR ACCESO A ASADA, A SU PROPIEDAD PARA DARLE MANTENIMIENTO A TUBERÍA


Expediente:15-011515-0007-CO 
Sentencia:013563-15


Recurso de amparo que se tramita en expediente número 15-011515-0007-CO, contra el ÁREA RECTORA DE SALUD DE GRECIA Y OTRO.    Alega el recurrente que dentro de la propiedad de la persona recurrida, se encuentra ubicado un paso de un ramal de tubería o línea de distribución del acueducto amparado, y debido a que dicha infraestructura está colapsada necesitan realizar los trabajos correspondientes, sin embargo, el recurrido ha impedido el acceso a su inmueble. Agrega que a pesar de que han solicitado la intervención de la autoridad sanitaria recurrida, ésta no ha solucionado el problema. Señala la Sala que al impedir el accionado a la Asociación el pleno cumplimiento de sus deberes en cuanto a la prestación, conservación, mantenimiento, reparación, vigilancia y control del recurso hídrico y la infraestructura necesaria para su aprovechamiento, violenta el derecho al agua de las personas de las poblaciones que se abastecen de ese sistema, por lo que en el caso bajo estudio se acredita que la actuación del recurrido resulta violatoria de los derechos fundamentales de los usuarios del servicio de agua potable indicado (v. en igual sentido la resolución # 2010-12012 de las 12:32 horas del 9 de julio del 2010). Se declara CON LUGAR el recurso únicamente contra Mario Albersi Aguilar Picado, propietario del inmueble inscrito en el Registro Nacional, Partido de Alajuela,. En consecuencia, se le ordena permitir de inmediato que los personeros y trabajadores de la Asociación Administradora del Acueducto y Alcantarillado Sanitario Santa Isabel – San Rafael de Grecia, ingresen al referido inmueble a efectos de reparar, dar mantenimiento y construir la infraestructura necesaria para la captación, utilización y distribución del recurso hídrico y permitir, en lo subsiguiente, el ingreso de trabajadores debidamente identificados a efectos de brindar mantenimiento y conservación a las obras de infraestructura del acueducto. CLP

	SUJETO DE DERECHO PRIVADO
	DETENCIÓN ILEGÍTIMA EN NEGOCIO COMERCIAL


Expediente:15-011826-0007-CO
Sentencia:013430-15

RECURSO DE HÁBEAS CORPUS CONTRA ALMACENES SIMÁN, SOCIEDAD ANÓNIMA Y OTRA.  Señalan las recurrentes que fueron a la tienda Stradivarius del "Grupo de Tiendas Simán", Franquicias ALSICORP, ubicada en Multiplaza de Escazú y al salir de la tienda, una vez terminadas las compras y pagado el importe de todo lo adquirido, se activó el detector del local comercial, por lo que se devolvieron a la caja para determinar cuál de los artículos adquiridos tenía todavía activado el dispositivo de seguridad que usualmente se quita al cancelar el importe. La cajera verificó todas las cosas que compraron y encontró, dentro de un bolso, una pulsera que ellas no sabían se encontraba dentro. Entregaron la pulsera -que nunca tuvieron intención de comprar- a la cajera, ésta volvió a cerrar su mercadería y procedieron a retirarse de la tienda. Acusa que fueron interceptadas por guardas de seguridad del local comercial, quienes de manera amenazante e intimidante les conminaron a volver a la tienda, lo cual hicieron con mucho miedo, dada la actitud agresiva mostrada. De vuelta en el negocio, siempre rodeadas y custodiadas de agentes de seguridad, armados y con radios sonando con volumen alto y ante la mirada de todas la personas presentes, se les indicó que su detención se daba por orden de la encargada de la tienda y con la finalidad de examinar el video de seguridad, para verificar si eran o no responsables de la introducción de la pulsera en el bolso, y decidir entonces si se informaba a la policía. Pese a protestar de manera enérgica, se le dejó frente a las cajas del negocio, exhibidas, humilladas, degradadas y víctimas de comentarios ofensivos, acoso psicológico y personal por espacio de una hora o más, bajo condiciones degradantes e inhumanas, de pie, sin poder ir al baño, ni utilizar sus celular y sin tomar en cuenta que una de las amparadas, padece de presión alta. Al cabo del plazo referido la encargada  se aproximó y dio la orden de dejarlas libres, sin disculpa o explicación alguna por parte de la tienda y su personal. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Moisés Vincenzi Zúñiga, en su condición de Apoderado General Judicial de Promoda Internacional S.A., o a quien ejerza ese cargo, que de inmediato gire las órdenes e instrucciones correspondientes para que, en adelante, los dependientes de la tienda Stradivarius se abstengan de incurrir nuevamente en hechos similares a los ventilados en este asunto. Los Magistrados Armijo Sancho, Hernández López y Salazar Alvarado salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. La Magistrada Hernández López da razones diferentes. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	TRABAJO
	ACCESO A EXPEDIENTE DE PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO POR PARTE DE TESTIGO

Expediente:15-011553-0007-CO
Sentencia:012233-15

Recurso de amparo contra EL INSTITUTO NACIONAL DE APRENDIZAJE Y LA CONTRALORÍA DE ESA INSTITUCIÓN. En el presente caso, de la lectura de la documentación que obra en autos, se constata que el accionante solicitó documentación relacionada con el trámite de un procedimiento disciplinario seguido en contra de una funcionaria —causa pendiente de resolverse, en la que el petente únicamente figura como testigo—. En cuanto a este tema, se cita el voto 2006-002377. Establecido un criterio claro en la sentencia citada, es obvio que la copia de la denuncia solicitada por el accionante es de carácter confidencial para él, puesto que no es parte en el asunto. En consecuencia, el recurso es improcedente y así se declara. Se rechaza por el fondo el recurso.

	TRABAJO
	VIOLACIÓN DEL DERECHO A UN TRABAJO EN CONDICIONES DIGNAS

Expediente:15-008401-0007-CO
Sentencia:012023-15

Recurso de amparo contra el DIRECTOR DEL COLEGIO TÉCNICO PROFESIONAL DE ALAJUELITA, LA JEFE DE RECURSOS HUMANOS Y LA MINISTRA DE EDUCACIÓN PÚBLICA. La disconformidad de la recurrente radica en lo que describe como una serie de condiciones laborales abusivas a las que se ve sometida en el desempeño de su trabajo como conserje, destacada en el Colegio Técnico Profesional de Alajuelita, pues alega que pese al incremento de la matrícula en ese centro educativo, no han nombrado otro conserje, siendo así la única encargada de realizar la limpieza de toda la planta física, incluyendo aulas, baños, zonas comunes, corredores, oficinas y otros, lo cual, aparte de que le genera una carga desmedida de trabajo, ha tenido que atender largas jornadas laborales de hasta doce horas diarias, exponiendo su salud física y mental, también lesiona el derecho a la salud y a un ambiente sano, tanto de los estudiantes como del personal docente y administrativo de la institución educativa. En contraposición, las autoridades del Ministerio de Educación Pública reconocen la imposibilidad que tienen para reforzar el personal, toda vez que el código para un nuevo conserje está en lista de espera, ya que requiere contar con el contenido presupuestario autorizado por parte de la Secretaria Técnica de la Autoridad Presupuestaria del Ministerio de Hacienda. No obstante ello, de los propios informes rendidos por las autoridades recurridas, se encuentra acreditado en autos el quebranto al derecho a la salud, a un ambiente sano y al trabajo en condiciones dignas de la conserje aquí recurrente, pues dichas funcionarias no refutan los hechos descritos por la tutelada y solamente describen los intentos y gestiones que han realizado para reforzar el personal y variar las condiciones laborales de ésta. Al respecto, considera este Tribunal Constitucional que pese a que las autoridades del Ministerio de Educación Pública tienen conocimiento de las condiciones bajo las cuales labora ésta trabajadora, según así se ha aceptado, no se han adoptado medidas efectivas para corregir dicha problemática, circunstancia que llevó a la interposición del presente amparo y la consecuente declaratoria de la violación del derecho a un trabajo en condiciones dignas. La Sala estima, en los términos expuestos en el considerado anterior de esta resolución, que para obtener la tutela efectiva de la salud de los trabajadores y a la vez garantizar el derecho a la salud y a un ambiente sano, tanto de los estudiantes como del personal docente y administrativo de la institución educativa, debe el Ministerio de Educación Pública ejecutar todos las acciones necesarias que guarden relación con la actividad laboral de la recurrente. Se declara CON LUGAR el recurso. Se le ordena a Sonia Marta Mora Escalante, Ministra y a Yaxinia Díaz, Directora de Recursos Humanos, ambas del Ministerio de Educación Pública, o a quienes en su lugar ocupen esos puestos, que tomen las medidas que correspondan a fin de que designen en forma inmediata un conserje, y así solucionen en forma definitiva el problema de las deficientes condiciones de trabajo que aqueja a la recurrente. El Magistrado Jinesta Lobo pone nota. La Magistrada Hernández López salva el voto respecto del reclamo por infracción del artículo 50 de la Constitución Política. El Magistrado Salazar Alvarado pone nota.-

	TRABAJO
	NOMBRAMIENTO POR INOPIA

Expediente:15-011743-0007-CO
Sentencia:012389-15

Recurso de amparo contra MINISTRO DE EDUCACIÓN PÚBLICA. Reclama la recurrente que el órgano recurrido la nombró de forma interina por inopia por todo el período lectivo actual. Sin embargo, acaba de recibir una nota donde que la conmina a presentar documentos para acreditar sus condiciones laborales, pues de lo contrario se le cesará en su nombramiento. De acuerdo con lo expuesto, este Tribunal Constitucional encuentra que el recurso debe rechazarse por el fondo pues no existe ninguna lesión a derechos constitucionales de la tutelada.- El documento aportado permite concluir que efectivamente la recurrente fue nombrada de forma interina y por inopia, sin embargo, mediante nota oficial se le informa que existen actualmente personas interesadas en el puesto, las cuales cumplen con los requisitos establecidos y necesarios. Se rechaza por el fondo el recurso.

	TRABAJO
	PUBLICACIÓN DE CONCURSO PARA PLAZA QUE OCUPÓ POR ONCE AÑOS

Expediente:15-010829-0007-CO 
Sentencia:012428-15

Recurso de amparo contra LA OFICINA DE RECURSOS HUMANOS Y LA OFICINA DE BIENESTAR Y SALUD DE LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA.  La recurrente señala que, por medio de correo institucional se publicó el boletín, relacionado a las plazas vacantes en propiedad, oportunidad en que informaba que la Oficina de Bienestar y Salud  accionada requería contratar los servicios de Profesional Jefe en Salud Ocupacional y Ambiental, que ocupa desde hace once años, sin que se le invitara expresamente a participar en el concurso. Esta Sala lo que ha tutelado en su jurisprudencia es la participación de los distintos oferentes dentro de un concurso laboral. En este caso, la recurrente reconoce que tuvo conocimiento sobre la existencia del concurso, por lo que no existe perjuicio efectivo a su derecho a participar; el resultado de ello y las consecuentes inconformidades, sea con la valoración de atestados y otro tipo de extremos, constituyen aspectos de legalidad, que como tales, son propio de impugnarse en la sede común. Se rechaza por el fondo el recurso. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y ordena dar curso al amparo, únicamente, en relación con lo dispuesto en el artículo 41 constitucional. El Magistrado Castillo Víquez pone nota  sobre el mismo extremo.

	TRABAJO
	NIEGAN LICENCIA A LA MADRE PARA CUIDO DE MENOR DE EDAD

Expediente:15-001667-0007-CO 
Sentencia:012508-15

Recurso de amparo contra la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. Manifiesta la recurrida que solicitó la ampliación de su licencia para realizar los cuidados y terapias del amparado, menor de edad que es un paciente del Servicio de Genética Médica y Metabolismo por tener una enfermedad hereditaria del tejido conectivo conocida como Osteogenesis imperfecta tipo III. La petición de la recurrente fue rechazada, tomando como argumento los artículos 48 y 55 del Reglamento para el otorgamiento de licencias e incapacidades a los beneficiarios del seguro social de la Caja Costarricense de Seguro Social. Este Tribunal, mediante sentencia número 2015-011036 de las 09:05 horas del 22 de julio de 2015, se refirió sobre este asunto, en donde se estableció que la prohibición de entregar incapacidades a los trabajadores para el cuido de niños enfermos, contenida en el último párrafo, del artículo 48, del citado Reglamento, no resulta discriminatoria, irrazonable, ni viola el derecho de salud de los menores. Por consiguiente, en el presente caso, al no existir hechos que permitan variar el criterio vertido, lo que corresponde es declarar sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrado Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto.
                 

	TRABAJO
	SE ACUSA QUE SE DECLARÓ DESIERTO CONCURSO INTERNO A PESAR DE QUE RECURRENTE CUMPLE LOS REQUISITOS

Expediente:15-011586-0007-CO 
Sentencia:012662-15


Recurso de amparo contra el  INSTITUTO COSTARRICENSE DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS.  Alega la recurrente que labora para el Instituto recurrido, expresa su disconformidad con las determinaciones vertidas en sede administrativa, por medio de las cuales los concursos internos para los puestos de Subgerente Gestión Sistemas Periféricos y Subgerente Gestión Sistemas GAM, donde ella participó, fueron declarados desiertos. En el caso en concreto, la Sala indica que el debido proceso constitucional busca salvaguardar las violaciones groseras al derecho de defensa, y no, las cuestiones que por su naturaleza son propias de discutir en la vía de la legalidad.  Por lo dicho, como lo que pretende la recurrente es que la Sala revise la legalidad de las decisiones emitidas por el Instituto recurrido, así como, la competencia de los órganos involucrados para resolver sus recursos, lo que corresponde es rechazar este asunto, ya que esta sede no opera como una instancia administrativa más. La potestad de declarar la vía competente para conocer y, eventualmente, resolver sus alegatos, lo es la sede de legalidad, toda vez que este Tribunal no cuenta con atribuciones para declarar o no, la incompetencia de un órgano. De otra parte, de los autos quedó acreditado que a la recurrente se le dio la oportunidad de impugnar las decisiones administrativas que cuestiona, siendo que sus recursos administrativos fueron tramitados, por lo que no existe indefensión, desde la perspectiva constitucional. Por lo demás, será en las vías ordinarias que deberá revisarse la regularidad del concurso y la procedencia de lo resuelto. La Sala considera  que el presente recurso es improcedente, como en efecto se dispone y se rechaza por el fondo el recurso.

	TRABAJO
	CAMBIO DE HORARIO EN EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN, SIN CUMPLIR LOS REQUISITOS DE LEY

Expediente:15-011269-0007-CO 
Sentencia:013062-15

Recurso de amparo contra la DIRECTORA Y LA SUBDIRECTORA, AMBAS DE LA ESCUELA JUAN RAFAEL MORA PORRAS. El amparado reclama que el 20 de julio del 2015 la Subdirectora del Centro Educativo le comunicó que a partir del día siguiente se le modificaría su horario de labores de las 10:00 a.m. hasta las 18:00 horas, bajo el supuesto de necesidad de organización de la institución. En oficio del 29 de julio de 2015 la institución recurrida le comunicó una llamada de atención, por considerar que incurrió en desacato a la autoridad frente a la orden de cambio de horario, y le recomendaron atenerse al nuevo horario, pero sin analizar el contenido de objeción al nuevo horario pretendido y sin justificar las consecuencias de índole económico laboral, lo cual va en detrimento de sus derechos fundamentales.  En este caso se acredita una infracción a los derechos fundamentales del amparado, ya que el Centro Educativo le comunicó al amparado que su horario fue variado. Además se le indicó que la prioridad de la institución es el bienestar de los niños y se labora en función de eso, por lo que su horario cumple esa función. Nótese que no se cumplió lo establecido en el artículo 36 del Reglamento de Servicio para los Agentes de Seguridad y Vigilancia y Auxiliares de Vigilancia del Ministerio de Educación Pública, Decreto número 37439- MEP. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a Maureen Rojas Thompson en su condición de Directora de la Escuela Juan Rafael Mora, o a quién en su lugar ocupe ese cargo, que dentro del plazo de TRES DÍAS contado a partir de la notificación de esta resolución, enderece los procedimientos a fin de cumplir con lo ordenado en el artículo 36 del Reglamento de Servicio para los Agentes de Seguridad y Vigilancia y Auxiliares de Vigilancia del Ministerio de Educación Pública. La Magistrada Hernández López salva el voto y rechaza de plano el recurso.  

	TRABAJO
	CONCURSOS EN EL MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES PARA PUESTOS DIPLOMÁTICOS 


Expediente:15-010965-0007-CO 
Sentencia:013265-15 


Recurso de amparo contra el JEFE DEL PROCESO DE RECURSOS HUMANOS y el MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES Y CULTO. La recurrente, en su condición de Presidente de la Asociación de Diplomáticos de Carrera objeta las resoluciones DM-032-2015 de las 15:00 horas del 30 de abril de  2015 y DM-093-2015 de las 16:00 horas del 14 de julio de 2015, del Ministro de Relaciones Exteriores, que declararon la inopia en las plazas sometidas a los concursos CCSE-025-15 y CCSE-061-15. Lo anterior, sin que previamente se otorgara oportunidad a todos los miembros del Servicio Exterior de participar en aquellos concursos y solicitando requisitos que no están en la ley. Además, alega que no agotaron los procedimientos internos de nombramiento, previo a sacar a concurso 21 plazas nombradas “por comisión”, todo lo anterior, en violación del derecho de acceso a los cargos públicos, el derecho al trabajo, el principio constitucional de razonabilidad y proporcionalidad, la garantía de legalidad y los artículos 140 incisos 8) y 9) de la Constitución Política. La pretensión de la Asociación recurrente de que se declaren nulos los concursos, resulta improcedente, de allí que si ésta considera que existen infracciones a la normativa legal o reglamentaria, debe acudir ante la autoridad recurrida, o a la jurisdicción ordinaria, vía en la cual podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. En consecuencia, el recurso debe ser desestimado en todos sus extremos, como se dispone. Se rechaza por el fondo el recurso.  La Magistrada Hernández López pone nota. RF

	TRABAJO
	DEBER DE INICIAR PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ANTES DE DESPIDO SIN RESPONSABILIDAD EN EL ICE


Expediente:15-005648-0007-CO
Sentencia:013497-15


Recurso de amparo interpuesto contra el INSTITUTO COSTARRICENSE  DE ELECTRICIDAD (ICE). Los recurrentes manifiestan que  la Gerencia de Electricidad del Instituto Costarricense de Electricidad les notificó una sanción disciplinaria de despido sin responsabilidad patronal por falta grave fundamentada en el artículo 32 de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, así como en el numeral 81, inciso 3).  No obstante, el acto administrativo de despido no contó con un procedimiento disciplinario previo. En el caso concreto se constata la infracción a los derechos fundamentales de los tutelados.  Lo anterior dado que se demostró que de previo a la comunicación de su despido por falta grave, no se instruyó un procedimiento administrativo y no se le concedieron a los amparados las garantías del debido proceso y el derecho de defensa. Lo anterior, pese a que, como se acreditó, fueron contratados por el Instituto Costarricense de Electricidad bajo la modalidad de contrato indefinido (ver informe de ampliación).      En esa tesitura, al no haber actuado la parte recurrida en tal sentido, lo procedente es declarar con lugar el recurso, anular los oficios Nos. 0510-0387-2015 y  0510-0389-2015 y ordenar la reinstalación inmediata de los tutelados.  Lo anterior no obsta para que se instruya el procedimiento administrativo correspondiente a tenor del Estatuto de Personal del ICE, respetando los derechos constitucionales de los amparados al debido proceso y la defensa.  E, incluso, de estimarse necesario, se adopten las medidas cautelares correspondientes. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anulan los oficios Nos. 0510-0387-2015 y 0510-0389-2015, notificados a los amparados el 10 de abril de 2015. Además, se les restituye en el pleno goce de sus derechos fundamentales. Se condena al Instituto Costarricense de Electricidad al pago de las costas, daños y perjuicios.  Los Magistrados Hernández López y Castillo Víquez salvan el voto y declaran sin lugar el recurso por razones diferentes. CL

	TRABAJO
	USO ABUSIVO DEL IUS VARIANDI. DEBER DE OTORGAR GARANTÍAS DEL DEBIDO PROCESO. 

Expediente:15-011218-0007-CO
Sentencia:013540-15

Recurso de amparo contra EL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL.  El recurrente acusa que el 23 de julio de 2015, sin seguir el debido proceso, se le informó que a partir del 01 de agosto de 2015, se le trasladaría de la Delegación del Organismo de Investigación Judicial de San Carlos a la de Puntarenas. Lo anterior, debido a que denunció a una persona con alto rango jerárquico dentro de la institución por acoso laboral y, además, por cuanto presenta problemas de salud. Considera que la situación descrita vulnera sus derechos fundamentales. Este Tribunal Constitucional estima que, en la especie, nos encontramos ante un uso abusivo del ius variandi por parte de la autoridad recurrida, pues el traslado del recurrente, aunque según lo informado bajo juramento, se fundamenta en la potestad otorgada por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión No. 40-14 del 02 de mayo de 2014, artículo XXIII, en aras de mejorar el servicio público que brinda la institución a los usuarios y de conformidad con la prerrogativa otorgada a la Dirección General del artículo 18, de la Ley Orgánica del Poder Judicial para cambiar discrecionalmente de adscripción al personal de investigación, lo cierto es que, el caso del recurrente, este proceso ocurrió sin el respeto de las garantías constitucionales reconocidas en la jurisprudencia de este Tribunal. Debe recordare que dentro de las potestades del empleador se encuentra la de trasladar a un funcionario de un puesto a otro de la misma categoría, si así lo justifica el servicio público, pero dichos traslados, deben efectuarse de manera que no causen perjuicio grave al funcionario, por lo que en determinados casos –como el que se examina- se hace indispensable el otorgamiento de una audiencia, a fin de que el funcionario manifieste su disconformidad, todo en cumplimiento del debido proceso, situación que se omite por parte de la autoridad accionada, la cual aplicó el procedimiento sin que se respetara el derecho del amparado para que manifestara lo que estimara al respecto, pues ya no se trataba de un traslado voluntario, sino de un traslado obligatorio (véase al respecto la sentencia 2015-010624 de las 09:20 horas del 17 de julio de 2015). Bajo esta inteligencia, el recurso debe ser estimado, según se indica en la parte dispositiva de esta sentencia. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a GERALD CAMPOS VALVERDE, en su condición de Director General a.i. del Organismo de Investigación Judicial y a LUIS ÁNGEL ÁVILA ESPINOZA, en su condición de Sub Director General a.i., o a quienes en sus lugares ocupen esos cargos, que previo a resolver, en forma definitiva, sobre el traslado del recurrente, se le otorguen las garantías del debido proceso constitucional, para que este pueda ejercer su derecho de defensa y señalar las situaciones objetivas relacionadas con su traslado. CL

	TRABAJO
	ACCESO AL EXPEDIENTE DE DENUNCIA EN CONTRA DE LA DIRECTORA DE AUDITORIA INTERNA DEL MOPT

Expediente:15-011904-0007-CO
Sentencia:013599-15

Recurso de amparo interpuesto contra la AUDITORA INTERNA Y EL SUBAUDITOR INTERNO DEL MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES. El recurrente reclama que por oficio No. DAG-2015-2648 del 6 de agosto del 2015 la autoridad recurrida rechazó su solicitud de acceso al expediente No. 64-2015 donde se tramitó denuncia que presentó contra la Directora de la Auditoria Interna. Considera que la actuación de la recurrida vulnera lo dispuesto en el artículo 30 de la Constitución Política. Se acredita una infracción a lo dispuesto en el artículo 30 de la Constitución Política. Al respecto, se acredita que en fecha 25 de junio del 2015, el amparado presentó ante la Auditoria Interna del Ministerio de Obras Públicas y Transportes denuncia contra tres funcionarios de la Dirección Financieros por no reunir los requisitos del artículo 64 del Reglamento Interno de la institución para ser exonerados de marca. Posteriormente en resolución No. DAG-R-68-2015 del 21 de julio del 2015, la autoridad recurrida ordenó el archivo de la denuncia No. 064-2015 presentada ante la Auditoria General. Nótese que en el presente caso la denuncia interpuesta por el amparado fue archivada motivo por el cual la documentación que consta en ella debe mantenerse en el expediente levantado al efecto y ser accesibles a las partes y a terceros, salvo en lo que se refiere a la identidad del denunciante y del denunciado. No hay ninguna razón que justifique la decisión de no darle acceso a la información a un ciudadano, porque las razones que podían justificar la confidencialidad, han desaparecido y se impone la accesibilidad a tales documentos en función del principio de transparencia y control ciudadano de las actuaciones de la administración. Así las cosas, la negativa de la autoridad recurrida en facilitarle al amparado tener acceso al expediente No. 64-2015 en cuestión vulnera lo dispuesto en el artículo 30 constitucional, motivo por el cual el presente recurso debe declarado con lugar, como en efecto se ordena. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a Irma Gómez Vargas en su condición de Auditora General y Antonio Guasch Aguilar en su calidad de Sub Auditor, ambos personeros del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, o a quiénes en su lugar ocupen esos cargos, que dentro del plazo de 5 DÍAS contado a partir de la notificación de la sentencia se le facilite al recurrente el acceso al expediente número 64-2015, salvo en lo que se refiere a la identidad de los denunciados, además de cualquier otra información que consideren que constituyen datos sensible y de acceso restringido protegidos por el artículo 24 de la Constitución Política y la Ley de Protección de la Persona Frente al Tratamiento de sus Datos Personales, Ley No. 8968. CL

	TRABAJO
	INTERINO POR INTERINO EN LA CCSS


Expediente:15-011776-0007-CO 
Sentencia:013583-15

Recurso de amparo contra la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. La recurrente alega, que por disposiciones arbitrarias tomadas por el director del área de salud accionada, mediante el oficio número ASA-DM-217-2015 del 4 de agosto de 2015, se le comunicó que su nombramiento interino se debía cancelar y que en su lugar se nombraría a otra funcionaria, pues a ésta le correspondía asumir la sustitución interina por la que fue nombrada, por lo que considera violentados sus derechos fundamentales. En relación con lo alegado por la recurrente, de los autos y del informe rendido bajo juramento por la autoridad recurrida, para la resolución del recurso, se ha tenido como debidamente demostrado que la normativa de la Caja, dispone que los nombramientos en sustitución de los titulares, que se van presentando, deberán seguir el orden de acuerdo con la antigüedad e idoneidad de los sustitutos que se tengan a disposición. En el caso concreto, la consulta a la persona más antigua, se hizo por un medio no autorizado, pues se estableció que de acuerdo a la consulta que se hizo al Departamento de Recursos Humanos, no se debe considerar la aplicación de “Whatsapp” como medio de comunicación en asuntos laborales, y en su lugar se debe recurrir a los medios establecidos por la Institución, por lo que resolvió el reclamo administrativo presentado, dejando sin efecto el nombramiento realizado a la recurrente y en su lugar nombrar a la persona que tenía mayor antiguedad, por cuanto le correspondía el nombramiento. Por lo anterior, no considera esta Sala que se hayan violentado los derechos fundamentales de la recurrente. Con base en lo anterior, se debe indicar que si la recurrente considera que tiene mejor derecho para realizar la sustitución interina que reclama, puede acudir a la vía de legalidad ordinaria, a plantear las acciones que corresponda. En consecuencia procede declarar sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso.

	TRABAJO
	DIVULGACIÓN DE COMUNICACIONES PRIVADAS EN GRUPOS DE WHATSAPP 

Expediente:15-005126-0007-CO 
Sentencia:013737-15

RECURSO DE AMPARO CONTRA EL TRIBUNAL DE INSPECCIÓN JUDICIAL DEL PODER JUDICIAL. Alega el recurrente que formaba parte, junto a otros compañeros de un grupo privado de la red social de mensajería de texto WhatsApp. Explican que el grupo mencionado era totalmente cerrado al público y fue creado para fines de comunicación de manera privada, sin intenciones de que el contenido trascendiera en un ámbito público. Indican que dicho grupo constaba únicamente de once participantes, los cuales sólo podían ingresar por medio de la autorización del administrador del grupo. Dicen que en ejercicio de sus derechos a la intimidad y la privacidad de las comunicaciones, se realizaban en el mencionado grupo de WhatsApp conversaciones en diferentes contextos, tales como familiares, educativos, económicos, sentimentales, sociales, etc. Manifiestan uno de los integrantes, sin el consentimiento ni autorización de los demás integrantes del grupo de WhatsApp, y violentando los derechos a la intimidad y a la privacidad de las comunicaciones de los aquí amparados, puso a disposición de otra persona el contenido del chat e imágenes que constaban en dicho grupo y con base en ello, les abrieron un procedimiento administrativo. En este caso, se declara sin lugar el recurso. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.
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	TEMA
	RESUMEN

	AMBIENTE
	QUEMAS AGRÍCOLAS A CIELO ABIERTO

Expediente:15-008790-0007-CO
Sentencia:012499-15


Acción de inconstitucionalidad planteada por el Contralor del Ambiente del MINAE, contra el artículo 24 de la Ley No. 7779 “Ley de Uso, Manejo y Conservación de Suelos”, el artículo 5 de la Ley No. 121 “Ley de Cercas Divisorias y Quemas” y el Decreto Ejecutivo No. 35368 MAG-S-MINAET del 06/05/2009, denominado “Reglamento para Quemas Agrícolas Controladas”.
Se acusa que las normas cuestionadas, permiten la práctica de las quemas agrícolas a cielo abierto en el país, práctica contraria a los artículo 50 y 21 de la Constitución Política, al tener serios impactos en el ambiente y la salud de las personas, poniendo por encima del respeto a dichas normas, consideraciones de índole económica de los productores agrícolas y trasladando a la comunidad en general y al ambiente los costos sociales y ambientales producto de las quemas. Por mayoría, se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y declaran inconstitucional el artículo 24 de la Ley N° 7779 "Ley de Uso Manejo y Conservación de Suelos" y el artículo 12 del Decreto 35368 MAG-S-MINAET denominado "Reglamento para Quemas Agrícolas Controladas. El Magistrado Ulate Chacón salva el voto y ordena dar curso a la acción en relación con todas las normas impugnadas. La Magistrada Hernández pone nota.  ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	CREACIÓN DE COMISIONES EN LA ASAMBLEA LEGISLATIVA


Expediente:14-11696-0007-CO
Sentencia:012497-15

Acción de inconstitucionalidad contra  las mociones de creación e integración de diferentes comisiones legislativas especiales para las provincias de Puntarenas, Heredia, Limón, Cartago y Guanacaste, y la Región Brunca. Estas mociones fueron conocidas y votadas en la sesión ordinaria número 37 del Plenario, del pasado 3 de julio del 2014. 

Los accionantes consideran que esas mociones violan los artículos 106, 33, 121 inciso 23), 39, 41, 121 inciso 22 y 124 de la Constitución, así como el artículo 207 del Reglamento Legislativo. Manifiestan que el artículo 106 establece que los diputados tienen ese carácter por la Nación y, ese carácter nacional implica que gozan de una absoluta igualdad como representantes populares, por lo que no es posible utilizar ningún otro criterio o carácter para dar algún tipo de preferencia, hacer distinciones o discriminar entre las y los diputadas y diputados, ya que todos y todas ostentan por igual el carácter único de representantes de la Nación con los mismos deberes y derechos; al respecto, invocan la sentencia número 550-91 de esta Sala. Reclaman que en cuatro comisiones se utilizó la procedencia geográfica, según la provincia de elección y, en una quinta, se utilizó el criterio de la región de cantones vinculados con la zona de procedencia de las y los diputadas y diputados, como criterio para integrar las comisiones; así, el Plenario Legislativo adopta un criterio de representación territorial, al distinguir entre las y los diputadas y diputados electas y electos en esas provincias o vinculadas y vinculados a esa región y las y los que no lo están, a efecto de legitimar a esas personas para integrar las comisiones, con lo que se crean distinciones a partir de un carácter de diputados contrario al artículo 106 párrafo 1 de la Constitución Política, como lo es el caso de las comisiones de Puntarenas, Heredia, Región Brunca, Limón y Cartago, integradas exclusivamente por diputadas y diputados de esas provincias o vinculados con esa región. Resolución de las 9:58 del 20 de agosto del 2014. Se declara parcialmente CON LUGAR la acción. En consecuencia se declaran inconstitucionales la integración de las Comisiones Especiales de Investigación de las provincias de Heredia, Limón, Cartago y de la Región Brunca acordado en la Sesión Ordinaria No. 37 del Plenario del 3 de julio del 2014, por violación al principio de pluralismo político. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta declaratoria en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada, no afectará los acuerdos legislativos retroactivamente, sino a partir del dictado de esta sentencia. En lo demás, se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. Comuníquese este pronunciamiento al Poder Legislativo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN

	ASAMBLEA LEGISLATIVA
	CREACIÓN DEL DISTRITO 7° DEL CANTÓN DE MORA, QUITIRRISÍ

Expediente:15-011665-0007-CO
Sentencia:013445-15

Acción de inconstitucionalidad contra la ley número 9269, Creación del Distrito 7° del Cantón de Mora, Quitirrisí. Aduce que dicho distrito se creó violentado el derecho de participación de los pueblos indígenas, sin realizar censo alguno, sin tomar en consideración el parecer y voluntad de los habitantes, y tuvo como resultado aumentar en un 300% el padrón electoral para las elecciones municipales, con el agravante de que al menos el 75% de dicho padrón está conformado ahora por personas no indígenas, quienes estarían eligiendo el gobierno local para un territorio tradicionalmente indígena, con el riesgo que ello conlleva para la protección de sus derechos. Se rechaza de plano la acción por falta de legitimación del accionante.

	COMERCIO
	RESPONSABILIDAD DE LOS REPRESENTANTES LEGALES POR DAÑOS AL CONSUMIDOR

Expediente:15-009379-0007-CO
Sentencia:012423-15 

Acción de inconstitucionalidad contra el párrafo final del artículo 35 de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, que establece la responsabilidad personal y directa de los representantes legales de las sociedades condenadas por daños al consumidor, lo que estima el accionante es un levantamiento del velo societario y una sanción directa a pesar de la ausencia de culpa o dolo imputable al representante de la sociedad. En este caso, señala la Sala que si bien el accionante aduce que la norma es arbitraria, confiscatoria y violatoria de los principios de debido proceso, propiedad, seguridad jurídica, razonabilidad y proporcionalidad, lo cierto es que la norma responde a un diseño que el legislador escogió, el de la responsabilidad conjunta (solidaria) de los agentes económicos que se ubiquen en la cadena de comercialización o de distribución del bien o servicio defectuoso, en uso de su
discrecionalidad. Por otra parte, el concepto de la responsabilidad objetiva, no tiene relación alguna con los criterios de culpa. Es una responsabilidad que el legislador establece, sin que exista previamente un hecho propio que constituya una deliberada infracción del ordenamiento jurídico, ni del patrimonio, ni de los derechos de terceros. Se rechaza de plano la acción. 

	COMERCIO
	PORCENTAJE DE GANANCIA EN VENTA DE CAÑA DE AZÚCAR PARA PRODUCTORES

Expediente:15-011142-0007-CO
Sentencias:012434-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 92 de la Ley Orgánica de la Agricultura e Industria de la Caña de Azúcar. La norma dispone el porcentaje del valor del azúcar que le corresponderá al productor que entregue caña al ingenio, pero omite definir el porcentaje que podría corresponderle a los productores por el consumo e industrialización que del bagazo hacen los ingenios, a pesar que el mismo es muy utilizado para diferentes productos derivados. En este caso, la acción resulta inadmisible por incumplimiento absoluto de los requisitos esenciales de admisibilidad. Se rechaza de plano la acción. La Magistrada Hernández López salva el voto. 

	COMERCIO
	CONVENIO ENTRE COSTA RICA Y LA REPÚBLICA POPULAR CHINA

Expediente:15-006601-0007-CO
Sentencia:013490-15

Acción de inconstitucionalidad contra la ley 9293, “Aprobación del Convenio Marco entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República Popular China”, así como contra la interpretación de la Contraloría General de la República respecto del artículo 2.1.b de la Ley de Contratación Administrativa. 

Se cuestionan las normas en tanto excluyen de los procedimientos regulados en la Ley de Contratación Administrativa, las actividades que el Estado realice con otros Estados o con sujetos de derecho internacional público. Señala que con base en esta norma, la Contraloría ha interpretado que la contratación directa con la empresa CHEC está exceptuada de los procedimientos que dispone la Ley de Contratación Administrativa, a pesar que dicha empresa no es un sujeto de derecho internacional público. Menciona que con base en esta interpretación, la Contraloría indujo a error a la Asamblea Legislativa para aprobar la Ley 9293, mediante la cual se produce la adjudicación de una obra pública con ausencia total de concurso, contraviniendo el artículo 182 de la Constitución. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Rueda Leal salva el voto parcialmente, rechaza de plano la acción únicamente respecto de la impugnación de los oficios Nos. 13654 (DCA-3168) y 2897 (DCA-0765) de la Contraloría General de la República y en lo demás, coincide con la Mayoría en el rechazo por el fondo. La Magistrada Hernández López salva el voto y ordena dar curso a la acción. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	CONTENCIOSO
	CONDENATORIA EN COSTAS EN VÍA CONTENCIOSA

Expediente:15-012506-0007-CO
Sentencia:013476-15 

Acción de inconstitucionalidad contra jurisprudencia de la Sala Primera sobre el artículo 193 del Código Procesal Contencioso Administrativo. Se cuestiona la norma, en la medida que la parte actora en un proceso ordinario, fue condenada en costas al resultar perdidosa en el juicio. La acción resulta inadmisible en razón del objeto, toda vez, que lo impugnado es una resolución jurisdiccional, que de conformidad con el artículo 10 de la Constitución Política y el Artículo 74 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se encuentra exento del control constitucional por parte de esta Sala.

	CONVENIO
	TRASLADO DE PERSONAS CONDENADAS CON PERU

Expediente:15-009017-0007-CO
Sentencia:012007-15

Consulta Legislativa Preceptiva referente a la Convenio sobre el traslado de personas condenadas entre la República de Costa Rica y la República del Perú. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto El proyecto "Convenio sobre traslado de personas condenadas entre la República de Costa Rica y la República de Perú", expediente legislativo número 14786, no se observan infracciones de fondo o de procedimiento a las normas y principios constitucionales. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN. 

	CONVENIO
	TRASLADO DE PERSONAS CONDENADAS CON PERU

Expediente:15-009017-0007-CO
Sentencia:012007-15

Consulta Legislativa Preceptiva referente a la Convenio sobre el traslado de personas condenadas entre la República de Costa Rica y la República del Perú. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto El proyecto "Convenio sobre traslado de personas condenadas entre la República de Costa Rica y la República de Perú", expediente legislativo número 14786, no se observan infracciones de fondo o de procedimiento a las normas y principios constitucionales. 

	FAMILIA
	APELLIDOS DE LOS HIJOS NACIDOS FUERA DEL MATRIMONIO

Expediente:15-011676-0007-CO
Sentencia:013447-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 52 el Código Civil. Se cuestiona la norma, en tanto dispone que se registrarán con los apellidos de la madre a los hijos nacidos fuera de matrimonio, por considerar que se violentan los derechos de la paternidad y el artículo 53 de la Constitución Política. Dispone el artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que si la acción no llena las formalidades a que se refieren los dos artículos anteriores, el Presidente de la Sala señalará por resolución cuales son los requisitos omitidos y ordenará cumplirlos dentro de tercero día, como en efecto se hizo en este caso. Esa misma norma agrega que si no se diere cumplimiento a lo ordenado, el Presidente denegará el trámite de la acción. Puesto que en el sub examine, la parte accionante efectivamente ha incumplido la prevención que se le formuló, no queda más que proceder en el sentido explicado.

	MUNICIPALIDAD
	PLAN REGULADOR PARCIAL DE LA MUNICIPALIDAD DE EL GUARCO

Expediente:15-010346-0007-CO
Sentencia:012425-15 

Acción de inconstitucional contra el Plan Regulador Parcial de la Municipalidad de El Guarco, aprobado. A juicio del accionante, el plan se hizo sin participación ciudadana de los vecinos del cantón, ni del MINAE respeto de lo que deben ser áreas protegidas, disponiendo áreas de ese tipo sobre inmuebles donde ya se desarrollaban diferentes actividades económicas que ahora deberá limitarse, por lo que se afecta también el derecho de propiedad. La Sala concluye que se lo reclamado por el accionante no sólo resulta ajeno a las competencias otorgadas a este Tribunal Constitucional, sino que además, implicaría invadir las competencias de otros órganos de la Administración, por lo que deberá el actor, si a bien lo tiene, acudir a la vía administrativa o judicial ordinaria correspondiente a efecto de plantear sus disconformidades, como en efecto lo hizo en el procedimiento que cita. Se rechaza de plano la acción. 

	PENAL
	RAPTO DE MUJER HONESTA

Expediente:15-011677-0007-CO
Sentencia:012466-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 164 del Código Penal. Se cuestiona la norma, en la medida que dispone la pena aplicable a quien con fines libidinosos raptare a una mujer honesta mayor de 12 años y menor de 15, por considerar que el término «honesta» genera discriminación. 
La acción resulta inadmisible por incumplimiento absoluto de los requisitos esenciales de admisibilidad de la acción. Se rechaza de plano la acción. La Magistrada Hernández López salva el voto. 

	PENAL
	DEFENSOR PÚBLICO PARA UN TERCERO DEMANDADO CIVILMENTE EN UN PROCESO PENAL

Expediente:15-012447-0007-CO
Sentencia:013376-15 

Consulta Judicial planteada por un Juez del Tribunal Penal de Cartago, respecto de la interpretación que brinda la Jefa de la Defensa Pública referente a la aplicación del artículo 124 del Código Procesal Penal. La interpretación deniega el otorgamiento de un Defensor Público para la defensa de un tercero demandado civilmente dentro del proceso penal, lo que en criterio del juez imposibilita la realización del debate. En este aso, señala la Sala que por el fondo y por la forma, la gestión interpuesta por el Juez consultante, denota desconocimiento absoluto sobre las disposiciones de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que regulan la materia.

	PENAL
	APELACIÓN CONTRA RESOLUCIONES DE LOS TRIBUNALES DEL PROCEDIMIENTO PREPARATORIO

Expediente:15-011763-0007-CO
Sentencia:013453-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 452 del Código Procesal Penal, en la medida que permite el recurso de apelación contra resoluciones de los tribunales del procedimiento preparatorio, si tales resoluciones causan un «gravamen irreparable», pues estima que esa limitación impide un ejercicio pleno del derecho de defensa y del principio de acceso a la justicia, al tiempo que contraría el control de las resoluciones, el principio de legalidad y el debido proceso. En este caso, el asunto base, que era un hábeas corpus,  fue declarado inadmisible por lo que  no constituye un medio razonable para amparar el derecho que se considera lesionado, dado que una eventual declaratoria de inconstitucionalidad no produciría beneficio alguno al accionante. Esto es resultado del carácter incidental que posee la acción de inconstitucionalidad respecto del asunto previo. Así las cosas, la acción de inconstitucionalidad debe ser rechazada de plano.

	PENAL
	SEGUIMIENTO Y RASTREO DE LLAMADAS POR ORDEN DE LA FISCALÍA

Expediente:15-012360-0007-CO
Sentencia:013473-15

Acción de inconstitucionalidad contra la circular 02-2006 de la Fiscalía General. La circular permite el seguimiento y rastreo de llamadas telefónicas. La acción resulta inadmisible en virtud de la falta absoluta de los requisitos previstos en la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Rueda Leal y la Magistrada Hernández López salvan el voto. 

	PENAL
	LEY CONTRA LA CORRUPCIÓN


Expediente:14-016278-0007-CO
Sentencia:013489-15

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 11, 30 y 46 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, Ley No. 8422 de 6 de octubre de 2004, publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 212 de 29 de octubre de 2004. Afirma el accionante que el artículo 46 de la Ley No. 8422 es inconstitucional, en la medida en que viola el principio de culpabilidad. En su criterio, no basta que la conducta sea típica, también debe ser culpable. De esta forma, en el caso de los delitos formales, es decir, aquellos que se configuran sin que exista de por medio un acto voluntario del inculpado, lesionan el derecho protegido en el artículo 39 constitucional. En este sentido, el artículo 30 del Código Penal estipula: “Nadie puede ser sancionado por un hecho expresamente tipificado en la ley, sino lo ha realizado con dolo, culpa o preterintención”. La culpabilidad crea un vínculo de carácter subjetivo de la persona que cometió el hecho punible y está integrada por los motivos que la impulsaron a actuar o abstenerse de actuar o abstenerse de hacerlo, con el fin de producir un resultado, sea un cambio en el mundo circundante. De esta forma, para que exista responsabilidad penal, el resultado tiene que haber sido querido voluntariamente por el actor, en consecuencia, debe demostrarse la vinculación subjetiva del autor con el resultado calificado como delito. La norma impugnada tipifica como delito el simple hecho de que una persona incurra en falsedad, simulación o encubrimiento, al realizar declaraciones juradas de bienes ante la Contraloría General de la República, sin tomar en cuenta, para nada, el elemento de la culpabilidad. Por ejemplo, con frecuencia en cualquier declaración jurada, el declarante omite datos o elementos por olvido o simple descuido, los cuales, al final de cuentas, pueden dar como resultado que la declaración jurada pueda ser calificada de falsa (por contener datos contrarios a la realidad), incluir en la declaración hechos simulados (es decir, que no son reales), o encubrir hechos (es decir, impedir que se conozcan conductas realizadas por la misma persona que realiza la declaración o por terceros). En cualquiera de estas tres hipótesis, la declaración jurada no necesariamente se hizo con la intención de introducir falsedades, simulaciones o encubrir conductas personales o de terceros. En muchas ocasiones, la omisión de hechos o datos por simple descuido u olvido del declarante puede tener como resultado final una declaración jurada que contenga falsedades, hechos simulados o encubrimiento de conductas personales o de terceros. En tales hipótesis, es decir cuando la declaración sea realizada sin dolo, pero a pesar de ello produjo un documento falso, simulado o prohijó un encubrimiento propio o de un tercero, a lo sumo tal acción típica debería ser sancionada como una contravención, pero nunca como un delito, siempre y cuando tal conducta haya producido un daño al bien jurídico. En consecuencia, el artículo 46 precitado es inconstitucional por vulnerar el artículo 39 de la Constitución Política, en la medida en que proclama un delito meramente formal y de peligro abstracto, sin exigir el elemento de la culpabilidad para su configuración. La norma impugnada también viola el principio de presunción de inocencia en dos sentidos: el primero, porque presume que quien rinde una declaración jurada ante la Contraloría General de la República, que se demuestre posteriormente que contiene alguna falsedad, incluya hechos simulados o encubra hechos que favorecen al declarante o perjudican a terceros, como el delito previsto en esa norma sin exigir el requisito de la culpabilidad. En segundo, por cuanto elimina esa presunción sin exigir que los actos típicos incluidos en ella causen un daño a un bien jurídico. Es decir, si la declaración rendida contiene falsedades, simulaciones o encubre hechos personales o de terceros, aunque no lesione ningún bien jurídico, la acción típica no puede considerarse ilegítima y, por ende, no es constitutiva de delito. Considera que el artículo 11 de la Ley No. 8422 lesiona el derecho protegido en el artículo 24 de la Constitución Política, en la medida en que no prevé un listado preciso del tipo de documentos o fuente de información a los que la Contraloría General de la República tendrá acceso, sino que se trata de una autorización genérica, que se refiere a toda clase de fuentes de información. Se trata de una cláusula abierta que le otorga una amplia discrecionalidad a la Contraloría General de la República en la materia. De otra parte, el artículo 30 de la Ley No. 8422 lesiona el derecho protegido en el artículo 36 constitucional, según el cual nadie está obligado a declarar contra sí mismo en un proceso penal. En este marco, la norma impugnada obliga a los funcionarios públicos declarantes a autorizar expresamente a la Contraloría General de la República para requerir información relativa a su persona o a sus empresas a las instituciones financieras y bancarias nacionales y extranjeras. Esta norma obliga a los funcionarios públicos a auto incriminarse, al obligarlos a autorizar a que la Contraloría General de la República obtenga información bancaria y financiera suya que luego podría ser usada en su contra en un proceso penal, como ocurre justamente en el caso concreto, en que la base de su acusación son las cuentas bancarias y la información financiera. Esta norma obliga a los funcionarios públicos a auto incriminarse, al permitir el acceso directo de la Contraloría General de la República a su información financiera y bancaria, lo que luego puede ser usado en su contra en un proceso penal. Pide que se declare con lugar la acción y la inconstitucionalidad de la norma cuestionada.  Se rechaza de plano la acción por una causa de inadmisibilidad sobreviviente. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	PENSIÓN
	PRESCRIPCIÓN DE REAJUSTES DE PENSIÓN

Expediente:14-004715-0007-CO
Sentencia:012498-15

Acción de inconstitucionalidad contra los Dictámenes de la Procuraduría General de la República No. C-156-2002 DEL 17-06-2002, Circulares de la Dirección General de Pensiones No. DNP-0062-2006 DEL 04-10.2006 y DNP-034-2009 del 21-09-2009.
-Directriz de la Ministra de Trabajo DMT013-2011, publicada en La Gaceta No. 80 del 27-04-2011 y Resoluciones del Poder Ejecutivo números 858-2013 del 01-07-2013 y 1645-2013 del 11-11-2013.

Los actos recurridos se impugna en cuanto según señala el accionante la Ley de Pensiones de Hacienda no contiene prescripción alguna en relación con el posible pago de diferencias por revalorización sobre el monto de la pensión. Y desconociendo ese hecho la Administración y la Procuraduría General de la República le han aplicado artificiosamente prescripciones establecidas en otros cuerpos normativos. Agrega que para el cómputo de la prescripción se necesita una fecha de partida y ésta no existe en la Ley de Pensiones de Hacienda, porque los reajustes de la pensión deben hacerse de oficio. Pero, señala que dichos órganos estatales, han reemplazado artificiosamente ese método, con el de "petición de parte", aduciendo que, aunque la Administración tiene la obligación de aplicar de oficio los reajustes Se rechaza por el fondo la acción en relación con la alegada inconstitucionalidad de las circulares DNP-0062-2006 del 04 de octubre de 2006 y DNP-034-2009 de 21 de setiembre de 2009, ambas de la Dirección Nacional de Pensiones, así como de la directriz DMT-013-2011 del Ministerio de Trabajo. En los demás aspectos, se declara inadmisible la acción. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.

	PODER EJECUTIVO
	LEVANTAMIENTO DEL VETO DE LEY QUE DESAFECTAZA USO DE CALLE PÚBLICA

Expediente:14-012628-0007-CO
Sentencia:12250-15


Acción de inconstitucionalidad la LEY No. 8758, “DESAFECTACIÓN DEL USO PÚBLICO DE LA CALLE 13 BIS, DISTRITO 1, CANTÓN I, SAN JOSÉ”, publicada en el diario oficial La Gaceta, el 4 de agosto de 2014.  Todas las acciones acumuladas impugnan la Ley N.° 8758 de 1 de agosto de 2014 “Ley de Desafectación de Calle 13 Bis”, la cual fue promulgada luego de que el Poder Ejecutivo procediera al levantamiento del veto (mediante acuerdo ejecutivo del 22 de julio de 2014). En esta sentencia se analizan los siguientes temas: A) Sobre la legitimación de los accionantes se indica que este caso concreto, regula una situación especial y excepcional, que permite admitir aquellos asuntos en los que no se está legitimado, ni individual ni colectivamente, ni como miembro inmerso en una determinada comunidad de intereses difusos, pero que frente a las normas impugnadas, nadie lo estaría, excepto de una manera totalmente indirecta o refleja (sentencia 0550-91). En este caso, los actores se encuentran perfectamente legitimados para accionar en forma directa, a la luz de lo que dispone el párrafo 2° del artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. B) Sobre el procedimiento parlamentario seguido en el expediente del Proyecto de Ley No.16.377 “Desafectación del uso público de la calle 13 bis distrito 1°, cantón I, San José”. C) Sobre la caducidad invocada, en donde se hace un estudio y una breve referencia histórica del instituto de la caducidad para tener claro los alcances actuales de la normativa que lo consagra, lo regula y desarrolla. Finalmente, se indica que según lo dispuesto en el numeral 119 del Reglamento de la Asamblea Legislativa, sus antecedentes legislativos y la costumbre parlamentaria, el plazo máximo que un proyecto de ley puede estar en la corriente legislativa es de cuatro años, prorrogables únicamente por otros cuatro años más; el hecho de que haya un veto no altera esta regla, ni tampoco el hecho de que se le denomine decreto legislativo a causa de su aprobación definitiva por la Asamblea Legislativa. Así las cosas, lo procedente es declarar inconstitucional el retiro de veto, anular la ley n.° 8758 y ordenar el archivo inmediato del expediente legislativo n.° 16.377. D) Por mayoría, se declaran con lugar las acciones de inconstitucionalidad acumuladas. Se anulan el Acuerdo Ejecutivo No. 136-C de 22 de junio de 2014 (de "levantamiento” o "retiro” del veto), la sanción y promulgación ulterior, producto del "levantamiento” o "retiro” del veto, y la Ley No. 8758 de 1° de agosto de 2014 de "Desafectación del Uso Público de la Calle 13 bis, Distrito 1, Cantón I, San José”. Esta sentencia tiene, para el caso concreto, efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y situaciones jurídicas consolidadas en virtud de cosa juzgada, caducidad o prescripción. Se dimensionan los efectos de esta sentencia hacia futuro de la siguiente manera: a) El vicio de inconstitucionalidad encontrado en esta acciones no afecta las leyes vigentes que adolezcan del mismo y b) la caducidad cuatrienal se aplicará a los proyectos de ley presentados a la Asamblea Legislativa a partir de la publicación de la reseña en el Diario Oficial La Gaceta. El Magistrado Jinesta Lobo da razones diferentes para estimar la acción; el Magistrado Castillo Víquez pone nota y los Magistrados Hernández López y Salazar Alvarado dan razones separadas e independientes. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y declaran sin lugar las acciones acumuladas en todos sus extremos.

	PODER EJECUTIVO
	SE DECLARA INCONSTITUCIONAL EL LEVANTAMIENTO DEL VETO DE LA REFORMA PROCESAL LABORAL

Expediente:14-019542-0007-CO 
Sentencia:012251-15


Acción de inconstitucionalidad contra el Acuerdo Nº DP-0316-2013 de 20 de mayo de 2013 y el Acuerdo Ejecutivo No. 021-MP-MTSS-MJ de 12 de diciembre de 2014, con respecto al Levantamiento del veto ordenado por el Poder Ejecutivo en el trámite legislativo de la Ley No. 9076, Ley "Reforma Procesal Laboral. Esta sentencia se analiza en un total de trece considerandos, los cuales se titulan de la siguiente manera: 1) Sobre los presupuestos formales de admisibilidad de la acción. Este Tribunal considera que llevan razón los accionantes, toda vez que en esta acción no se cuestiona el texto de la Reforma Procesal Laboral en sí, de la cual evidentemente se podrían deducir casos de aplicación individual de las normas, sino el procedimiento legislativo que, en criterio de los accionantes, involucra el principio de separación de poderes ante el cuestionamiento de las potestades del Poder Ejecutivo versus el Poder Legislativo con respecto al ejercicio del veto, así como del cumplimiento de los requerimientos constitucionales correspondientes. Tal asunto no produce una lesión individual y directa, sino indirecta y refleja, por lo que las acciones son admisibles en tal sentido. 2) Sobre la legitimación de los accionantes. 3) Sobre la conformación del expediente. 4) Objeto de impugnación. 5) El íter legislativo del expediente No. 15.990.  6) Sobre la constitucionalidad del Acuerdo Nº DP-0316-2013 del 20 de mayo de 2013. Los accionantes sometieron a conocimiento de la Sala la constitucionalidad de dos vetos distintos, toda vez que contra el Decreto Legislativo 9076 “Ley de Reforma Procesal Laboral”, el Poder Ejecutivo interpuso en un mismo acto un veto por razones de inconstitucionalidad (retirado por Acuerdo No. DP-0316-2013 de 20 de mayo de 2013), y otro por razones de oportunidad y conveniencia (retirado por Acuerdo No. 021-MP-MTSS-MJ de 12 de diciembre de 2014). En cuanto al Acuerdo Nº DP-0316-2013, los Magistrados Jinesta Lobo, Rueda Leal, Hernández López y Salazar Alvarado concluyen, con base en razones separadas e independientes, que es inconstitucional, según expresan en la sentencia y en sus consideraciones separadas.  7) Sobre la alegada inconstitucionalidad del levantamiento del veto por razones de oportunidad y conveniencia por lesión a los Principios de Separación de Poderes, Legalidad, interna corporis e Interdicción de la Arbitrariedad. Voto de los magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro, Castillo Víquez, Rueda Leal, Hernández López y Salazar Alvarado con redacción del cuarto.  La principal disconformidad de los accionantes consiste en que el veto fue retirado por el Poder Ejecutivo cuando estaba en trámite legislativo. Como corolario de dicho argumento, señalan que todavía había una moción por conocer, que el mismo Poder Ejecutivo había convocado el proyecto de ley, que se tenía 10 días para realizar el retiro y, por último, que el Pleno de la Asamblea Legislativa estaba conociendo el asunto, por lo que se encontraba en la fase de decisión. Así pues, el punto medular del reclamo consiste en determinar hasta qué momento puede retirar el Poder Ejecutivo un veto por razones de oportunidad y conveniencia, y si alguno de los acto señalados impiden dicho retiro. El criterio de la Sala ha sido  que el Poder Ejecutivo puede retirar el veto hasta tanto no exista pronunciamiento del Pleno legislativo. A partir de este razonamiento y visto que la Asamblea Legislativa no se había pronunciado todavía en cuanto al veto por razones de conveniencia y oportunidad, concluimos que los argumentos planteados por los accionantes carecen de sustento y, consecuentemente, deben ser desestimados. 8) Razones diferentes –veto por razones de inconstitucionalidad- y voto salvado –veto por razones de oportunidad o conveniencia- del Magistrado Jinesta Lobo. 9) Voto particular del Magistrado Rueda Leal. 10) Nota separada de la Magistrada Hernández López y el Magistrado Salazar Alvarado, con redacción de la primera. 11) Voto salvado de los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Castillo Víquez, con redacción del último. 12) Razones adicionales de los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro, con redacción del primero. 13) Sobre los efectos de la declaratoria de inconstitucionalidad del levantamiento del veto por razones de inconstitucionalidad. Voto de los Magistrados Jinesta Lobo, Rueda Leal, Hernández López y Salazar Alvarado, con redacción del segundo. Se dimensionan los efectos de esta sentencia para las leyes anteriores a la impugnada y que fueron sancionadas mediante el levantamiento de un veto, en el sentido de que se mantienen vigentes, de lo contrario se producirían graves dislocaciones a la seguridad jurídica y la justicia social, habida cuenta de que en muchos supuestos se trata de leyes en vigencia durante muchos años, las cuales dieron origen incluso a una organización administrativa, que ha realizado toda suerte de conductas activas y omisivas que han beneficiado o afectado a cantidad de administrados. En adición conviene destacar que esta declaratoria de inconstitucionalidad implica que la Ley No. 9076 se anula en virtud del mencionado vicio de inconstitucionalidad y que el procedimiento legislativo relativo únicamente al veto parcial por razones de inconstitucionalidad se retrotrae a la fecha de emisión del Acuerdo Nº DP-0316-2013 de 20 de mayo de 2013, a fin de que a partir de ahí continúe el trámite del veto por razones de inconstitucionalidad.
Por tanto:
Por mayoría, se declara con lugar la acción contra el Acuerdo Ejecutivo No. DP-0316-2013 del 20 de mayo de 2013, a través del cual se levantó el veto por razones de inconstitucionalidad al Decreto Legislativo N° 9076. En consecuencia y por tratarse de un vicio del procedimiento legislativo, se anula el Acuerdo Ejecutivo No. DP-0316-2013 y la sanción a la Ley No. 9076 emitida por el Poder Ejecutivo el 12 de diciembre de 2014. Esto implica que la citada ley queda anulada y que se retrotrae el procedimiento legislativo al 20 de mayo de 2013, cuando el Poder Ejecutivo emitió el Acuerdo Ejecutivo No. DP-0316-2013. Los Magistrados Jinesta Lobo, Rueda Leal, Hernández López y Salazar Alvarado dan razones separadas e independientes. Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Castillo Víquez salvan el voto y declaran sin lugar la acción en todos sus extremos. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro dan razones adicionales.
 Por mayoría, se declara sin lugar la acción contra el Acuerdo Ejecutivo N° 21-MP-MTSS-MJ del 12 de diciembre de 2014, mediante el cual se levantó el veto por razones de oportunidad o conveniencia al Decreto Legislativo N° 9076. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y anula por inconstitucional el retiro del veto por razones de oportunidad o conveniencia.
 Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas en virtud de cosa juzgada, caducidad o prescripción para el caso concreto. Se dimensionan los efectos de esta sentencia para las leyes anteriores a la impugnada y que fueron sancionadas mediante “levantamiento” de un veto, en el sentido de que se mantienen vigentes.
 Notifíquese a los accionantes, la Procuradora General de la República, el Presidente de la Asamblea Legislativa, el Presidente de la República, el Ministro de la Presidencia, el Ministro de Trabajo y Seguridad Social, la Ministra de Justicia y Paz, y los coadyuvantes. Comuníquese al Directorio del Plenario Legislativo. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.

Los criterios de los magistrados por separado son los siguientes:

El Magistrado Jinesta Lobo considera que el “levantamiento” del veto, no es una potestad constitucional expresa que le haya conferido el Constituyente al Poder Ejecutivo. Consecuentemente, no admite el retiro de ningún veto, sea por razones de constitucionalidad, oportunidad o conveniencia. Lo anterior, por cuanto, existen cinco normas constitucionales que se ocupan de regular, exhaustivamente, la interposición del veto y no se contempló el “retiro” del veto. Si el constituyente no la reguló expresamente la figura del retiro, no puede entenderse como una potestad implícita, inherente o implicada, por cuanto, se violentan los principios de interdicción de la arbitrariedad, de prohibición del exceso, de seguridad jurídica y de legalidad constitucional. Desde su perspectiva, la supuesta costumbre de admitir esa figura resulta, entonces, una costumbre contra constitutionem (en contra de la constitución) y, por ende, ilegítima.
El Magistrado Rueda Leal determina que en el veto por razones de oportunidad y conveniencia, la función de la Asamblea Legislativa se reduce a aceptar o no las objeciones del Poder Ejecutivo mientras este mantenga su oposición a sancionar el decreto legislativo. Se trata de un acto discrecional y político del Poder Ejecutivo, que si bien por seguridad jurídica está sujeto a límites (como el plazo perentorio de interposición de 10 días hábiles del art. 126 constitucional), no menos cierto es que puede ser retirado mientras el Pleno de la Asamblea Legislativa no se haya pronunciado (art. 127 constitucional) o mientras no proceda su archivo por haber transcurrido el plazo del art. 119 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. En el veto por razones de inconstitucionalidad se cuestiona la compatibilidad de un decreto legislativo con la médula de la convivencia jurídica de una sociedad, las normas, los principios y los valores supremos sobre los que reposa una comunidad nacional en un determinado momento histórico. Dada la extraordinaria importancia de esta función, al contrario del veto por meras razones de oportunidad y conveniencia, su interposición requiere de una justificación técnico jurídica, pues de no ser así se estarían violentando los Principios de Supremacía de la Constitución e Interdicción de la Arbitrariedad. Por consiguiente, en virtud del paralelismo de las formas y de la corresponsabilidad republicana de todos los Poderes Públicos en preservar la Constitución, su retiro, si bien posible, demanda igualmente el requerimiento de la justificación técnico jurídica, lo que no sucedió en este caso y por ello deviene inconstitucional el Acuerdo DP-0316-2013.
La Magistrada Hernández López y el Magistrado Salazar Alvarado, consideran que la Constitución Política regula dos tipos de vetos: el de oportunidad y conveniencia y el de constitucionalidad, pero de manera diferente. El veto por razones de oportunidad y conveniencia se puede retirar, siempre y cuando se haga dentro del plazo cuatrienal regulado en el artículo 119 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Por lo tanto, aceptan la teoría de los poderes implícitos bajo criterios restrictivos, que incluyen las siguientes limitaciones: a) que exista una relación razonable entre el poder expreso y el poder implícito, de tal forma que éste último sea necesario para llevar a cabo los poderes expresamente concedidos; b) que no se invadan con ellos competencias constitucionales de otros poderes del Estado, porque se afecta la separación de poderes; c) que no se utilicen para evitar los controles de “accountability” de un poder a otro. En cuanto al veto por razones de inconstitucionalidad, siguen la tesis defendida por la Procuraduría General de la República, en el sentido de que el constituyente estableció un procedimiento tasado y reglado en el artículo 128 de la Constitución Política, mediante el cual se establece un control constitucional a priori que no puede ser obviado, sin que con ello se invadan competencias de los otros poderes (Asamblea Legislativa y Poder Judicial). De tal forma que la Asamblea Legislativa, frente a un veto por razones de inconstitucionalidad en cumplimiento del texto expreso del 128 citado, tiene dos caminos: aceptar el veto y prescindir de la parte vetada y promulgar el Decreto-ley, o si no lo acepta, enviarlo a la Sala Constitucional que tendrá un mes plazo para resolver el diferendo. 
Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y declaran sin lugar todas las acciones de inconstitucionalidad acumuladas. Lo anterior por cuanto, ambos Magistrados consideran que el Poder Ejecutivo, con arreglo a los artículos 126 a 128 de la Constitución Política, así como goza de la facultad constitucional de vetar los proyectos de ley por razones de inconstitucionalidad, porque lo juzgue inconveniente, o crea necesario hacerle reformas, también puede levantarlo libremente, y con absoluta discrecionalidad, con independencia del motivo en que se funda, sin necesidad de explicar, desde un punto de vista técnico-jurídico, las razones por las cuales modifica su posición anterior. De ahí que el proceder del Poder Ejecutivo en el caso concreto se adecua plenamente al Derecho de la Constitución, y no se aprecia con respecto a su actuación ningún vicio de inconstitucionalidad que deba ser declarado por la Sala.
El magistrado Castillo Víquez declara sin lugar todas las acciones de inconstitucionalidad acumuladas en todos sus extremos, porque considera que el veto es un acto de naturaleza política, el cual puede ser retirado en cualquier momento, siempre y cuando la Asamblea Legislativa no haya adoptado una decisión definitiva sobre él, supuesto que se presenta en el presente caso.

	PROPIEDAD
	TITULACIÓN DE BIENES EN ÁREAS PROTEGIDAS

Expediente:15-009329-0007-CO
Sentencia:013434-15

Acción de inconstitucionalidad interpuesta por SINTRAJAP contra el artículo 5 de la Ley de Informaciones Posesorias, en la medida que dispone el plazo de un mes para apersonarse oponiéndose a la titulación de un bien, en este caso de uno situado dentro de un área protegida por razones ambientales, lo cual estima el accionante insuficiente y limitante para el ejercicio de acciones a favor de la protección del ambiente. Aduce se violentan los artículos 50 y 89 de la Constitución, y fundamenta su legitimación en intereses difusos. La acción es inadmisible por falta de legitimación ad processum, dado que ni el accionante, en lo personal, ni el sindicato que representa, se encuentran en ninguna de las hipótesis previstas en el artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional y, como se ha dicho, no se trata aquí la defensa del medio ambiente, para lo cual existe una amplísima legitimación prevista en el artículo 50 constitucional, sino que se trata de materia estrictamente procesal y relativa a un plazo sobre el cual la Sala considera pertinente indicar, dicho sea de paso y sin que forme parte de la decisión, que es bastante y suficiente para presentar oposiciones y el argumento del accionante de que el interesado pueda encontrarse fuera del país es carente de razonabilidad. Se rechaza de plano la acción.

	PROPIEDAD
	MODIFICACIÓN DE LÍMITES DE LA RESERVA FORESTAL GOLFO DULCE

Expediente:15-011569-0007-CO
Sentencia:013442-15

Acción de inconstitucionalidad contra los Decretos 25937-MINAE, 27471-MINAE, 27922-MINAE y 33813-MINAE, que crean los Refugios Nacionales de Vida Silvestre categoría mixtos de Punta Río Claro, Carate, Osa y Salmirí. Se cuestionan las normas, aduciendo que sin estudios técnicos sobrepone los límites de la Reserva Forestal Golfo Dulce y reduce sus límites. Refiere que al considerar que estos refugios son de categoría mixta, se permiten planes de manejo en áreas que se encontraban protegidas y que requieren particular protección ambiental, donde incluso se produce desove de tortugas. Dispone el artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que si la acción no llena las formalidades a que se refieren los dos artículos anteriores, el Presidente de la Sala señalará por resolución cuales son los requisitos omitidos y ordenará cumplirlos dentro de tercero día, como en efecto se hizo en este caso. Esa misma norma agrega que si no se diere cumplimiento a lo ordenado, el Presidente denegará el trámite de la acción. Puesto que en el sub examine, la parte accionante efectivamente ha incumplido la prevención que se le formuló, no queda más que proceder en el sentido explicado.

	SALUD
	FALLO DE LA CIDH SOBRE FERTILIZACIÓN IN VITRO

Expediente:15-011864-0007-CO
Sentencia:013454-15

Acción de inconstitucionalidad contra el fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos contra Costa Rica, dictada el 28 de noviembre del 2012, sobre fertilización in Vitro. En este caso, la acción no se dirige contra el contenido ni efectos del artículo 4º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, sino contra la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos por la aplicación e interpretación de esa norma, lo cual no está contemplado por la Constitución ni la ley como posible objeto del control de constitucionalidad dado que la supremacía de la Constitución topa con las competencias de los tribunales internacionales y resultaría contrario a la lógica del sistema el reconocimiento de competencias a un tribunal constitucional para determinar la constitucionalidad y convencionalidad de lo que resuelvan los tribunales internacionales. El artículo 27 de la Convención de Viena, que recoge una norma de ius cogens internacional, dispone que una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 46 de esa Convención sobre la nulidad de los tratados. Se rechaza de plano la acción.

	SEGUROS
	BENEFICIARIOS DE PÓLIZAS DE RESPONSABILIDAD EN EVENTOS TAURINOS Y PIROTÉCNICOS

Expediente:15-011309-0007-CO
Sentencia:012447-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 29.d de la Ley Reguladora del Mercado de Seguros. Se cuestiona la norma, en la medida que excluye como beneficiarios de las pólizas de responsabilidad por eventos taurinos y pirotécnicos, a los organizadores de la actividad, lo cual estima contrario al principio de igualdad. La acción resulta inadmisible por incumplimiento de los requisitos esenciales para plantear una acción y en razón del objeto de impugnación, por tratarse de un acto concreto. Se rechaza de plano la acción. La Magistrada Hernández López pone nota. 

	SERVICIOS PÚBLICOS
	MULTAS POR LA INDEBIDA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS

Expediente:15-011152-0007-CO
Sentencia:012435-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 38 de la Ley 7593. La norma establece la multa aplicable a quien incumpla la debida prestación de servicios públicos, en la medida que estima el accionante, la sanción allí definida es contraria a los principios de razonabilidad y proporcionalidad.  Se rechaza de plano la acción por incumplir los presupuestos del artículo 75 párrafo 1) de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano la acción. La Magistrada Hernández López pone nota. 

	TRABAJO
	PRESCRIPCIÓN DE SANCIONES DISCIPLINARIAS

Expediente:15-010437-0007-CO
Sentencia:012426-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 83 de la Ley General de Policía, ley número 7410. La norma se cuestiona, en la medida que no dispone a partir de cuándo se cuenta el plazo de prescripción de las sanciones administrativas impuestas por faltas graves del servidor, lo que en criterio de la accionante, violenta los principios de razonabilidad, igualdad y equilibrio procesal. Se deniega el trámite de la acción por falta de requisitos formales. Se rechaza de plano la acción.- La Magistrada Hernández López salva el voto y ordena hacer la prevención del artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 

	TRABAJO
	TRABAJO DE MENORES DE EDAD

Expediente:15-010693-0007-CO
Sentencia:012427-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 15 del Código de Educación. Se cuestiona la norma en la medida que permite el trabajo de menores de edad. Dispone el artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que si la acción no llena las formalidades a que se refieren los dos artículos anteriores, el Presidente de la Sala señalará por resolución cuales son los requisitos omitidos y ordenará cumplirlos dentro de tercero día, como en efecto se hizo en este caso. Esa misma norma agrega que si no se diere cumplimiento a lo ordenado, el Presidente denegará el trámite de la acción. Puesto que en el sub examine, la parte accionante efectivamente ha incumplido la prevención que se le formuló, no queda más que proceder en el sentido explicado. Se deniega el trámite de la acción de inconstitucionalidad. 

	TRABAJO
	LIMITACIONES A PERMISOS SINDICALES EN LA CCSS

Expediente:15-004797-0007-CO
Sentencia:013433-15


Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 79, 81, 82 y 84 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social, por estimarlos contrarios al artículo 60 de la Constitución Política, así como diversos Instrumentos Internacionales aprobados por la Organización Internacional del Trabajo.  Los artículos 79 y 81 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social, se impugnan en cuanto no reconocen un permiso con goce de salario para que, en tratándose de sindicatos de menos de cien afiliados, las personas puedan asistir a las asambleas ordinarias y extraordinarias. El artículo 82 ídem se cuestiona en la medida en que sólo reconoce un permiso de 4 horas laborales por mes para asistir a las sesiones ordinarias y extraordinarias y después de las 12:00 horas, lo que en el caso de quienes laboran con una jornada de las 06:00 horas a las 14:00 horas únicamente se conceden 2 horas. De otro lado, el artículo 84 ibídem es cuestionado en el tanto no prevé ningún tipo de permiso con goce de salario a efecto que un servidor se dedique con exclusividad a tareas propias del sindicato, si se trata de una agrupación menor a los cien afiliados. Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Cruz Castro consigna una nota. ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.
.

	TRANSITO
	MULTA DE TRÁNSITO POR PORTAR LICENCIA VENCIDA

Expediente:15-011358-0007-CO
Sentencia:012452-15 

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo51.b de la Ley de Tránsito. Se cuestiona la norma, en la medida que dispone que no se puede conducir con la licencia vencida. Estima el accionante que dicha norma limita el derecho al trabajo. Por el incumplimiento de requisitos formales, lo procedente es el rechazo de plano de la acción.

	TRANSITO
	USO DE SILLA INFANTIL EN VEHÍCULOS DE TRANSPORTE PÚBLICO

Expediente:15-011406-0007-CO
Sentencia:012454-15

Acción de inconstitucionalidad contra el Reglamento para la Portación y el Uso de los Sistemas de Retención Infantil. Se cuestiona el reglamento, en la medida que exceptúa del uso de los mismos a los vehículos de transporte público modalidad taxi, lo cual estima contrario al principio de igualdad. La acción resulta inadmisible por falta de legitimación del actor, ante
la inexistencia de un asunto base de la acción de inconstitucionalidad. Se rechaza de plano la acción.

	TRANSITO
	SANCIÓN POR MANEJAR CON ALGÚN GRADO DE ALCOHOL

Expediente:15-011164-0007-CO
Sentencia:013436-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 261 bis, inciso c) del Código Penal. Se cuestiona la norma, en la medida que establece la sanción por manejar con alcohol en sangre, porque estima no debería permitirse de forma alguna manejar con ningún grado de alcohol. Se rechaza de plano la acción porque la accionante no cumplió con la prevención que se le hizo. 

	TRIBUTARIO
	IMPUESTO A PRODUCTOS AGRÍCOLAS QUE SE VENDEN EN CENADA

Expediente:15-003825-0007-CO
Sentencia:012417-15 

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 19, 20 y 21 de la Ley de Impuestos Municipales del Cantón Central de Heredia.

Se cuestionan las normas, por establecer para las ventas de productos agrícolas en el CENADA, un impuesto de patente mayor al general que se establece en los artículos 15 y 16 de la misma ley. Se rechaza de plano la acción, por la falta de legitimación, ante la defensa de derechos fundamentales por parte de instituciones de derecho público. El Magistrado Castillo Víquez pone nota.

	TRIBUTARIO
	TRIBUTOS QUE DEBEN RETENER MOTELES Y NEGOCIOS AFINES

Expediente:15-011577-0007-CO
Sentencia:013443-15

Acción de inconstitucionalidad contra el Decreto 33874-H. El decreto cuestionado, califica y considera a los moteles y negocios afines como agentes retenedores del impuesto señalado en la Ley 8343 a favor del IMAS, permitiendo incluso el cobro de dicho tributo mediante un proceso monitorio. En este caso, se constata que el escrito de interposición, no contiene la invocación de la inconstitucionalidad del Decreto impugnado y que incluso el accionante lo incorpora como fundamento de derecho de su gestión. En consecuencia, procede rechazar de plano la acción.

	PENAL
	AGRAVAMIENTO DE PENA EN CASOS DE ABORTO

Expediente:15-011682-0007-CO
Sentencia:012925-15

Acción de inconstitucionalidad contra los artículos 119  y 120 del Código Penal. Las normas refieren las causales de atenuación o agravamiento de la pena en caso de aborto, por estimar que omite considerar los derechos del no nacido y se centra solamente en la figura de la madre. En este caso, al constatarse en la especie que la actora no se ha sustentado en la existencia de un asunto previo, pendiente de resolver, en el cual se invoque la inconstitucionalidad de las normas impugnadas como medio razonable
de amparar el derecho o interés que se estima vulnerado (como lo sería un proceso
penal donde se discuta la aplicación de los tipos penales impugnados en esta ocasión), la presente acción de inconstitucionalidad es inadmisible, por fuerza de las disposiciones de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Por consiguiente, se debe rechazar de plano este asunto.

	MINORÍAS
	MATRIMONIO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO

Expediente:15-011886-0007-CO
Sentencia:012934-15

Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 14 inciso 6) del Código de Familia. La norma señala que: “Es legalmente imposible el matrimonio: 6) Entre personas del mismo sexo.” La acción resulta inadmisible por incumplimiento absoluto de los requisitos esenciales de admisibilidad de la acción. 

	SERVICIOS PÚBLICOS
	REGLAMENTO DE SERVICIO AL CLIENTE DEL ICE

Expediente:15-011173-0007-CO
Sentencia:012907-15


Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 31 del Reglamento de Prestación de Servicios a los Clientes del Instituto Costarricense de Electricidad. Se acusa que el mismo, violenta el principio de reserva de ley y el artículo 45 de la Constitución Política. Se rechaza de plano la acción por falta de legitimación del accionante.

	PENAL
	PRESCRIPCIÓN DE LOS DELITOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL

Expediente:15-005568-0007-CO
Sentencia:012948-15


Por disposición del pleno, se da curso a la acción de inconstitucionalidad contra la frase “La acción penal y la pena en cuanto a las faltas contempladas en esta ley, prescribirán en el término de dos años contados a partir del momento en que la institución tenga conocimiento de la falta” del párrafo segundo del artículo 56 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. La norma se impugna por cuanto establece un plazo especial de prescripción de la acción penal y de las penas que se aplica única y exclusivamente a los delitos cometidos contra la seguridad social. Estiman que ese plazo especial de prescripción constituye un privilegio odioso e injustificado para quienes comenten delitos en menoscabo de los seguros sociales pues implica que la acción penal para sancionar estas conductas y las penas que eventualmente se impongan por las mismas prescribirán en un término más corto que el plazo de prescripción que se aplica para las demás conductas delictivas. Estiman que el plazo reducido de prescripción contenido en la norma impugnada no es necesario; no responde a la necesidad de dar protección especial a un bien jurídico en particular. Indican que la finalidad legítima de garantizar la seguridad jurídica, que usualmente se utiliza para justificar el instituto de la prescripción, se cumple con las reglas generales de prescripción de la acción penal y de las penas establecidas en el Código Procesal Penal y el Código Penal respectivamente. Añaden que la norma impugnada desconoce que los seguros sociales que administra la Caja Costarricense de Seguro Social cuentan con una protección especial establecida expresamente en la Constitución Política -artículo 74-. Se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Hernández López salvan el voto y hacen una interpretación conforme de la normativa aplicable. El Magistrado Rueda Leal da razones adicionales.- ESTA SENTENCIA SE ENCUENTRA EN REDACCIÓN.


 [La totalidad de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional, puede encontrarlas en nuestra página de Internet, en la dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Actas%20años%20anteriores.htm]
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ESTADÍSTICA DE ASUNTOS VOTADOS EN LA SALA CONSTITUCIONAL 
AGOSTO - 2015
Cuadro N°1: Presenta los asuntos votados de AGOSTO. Esta información se hace partiendo de la base oficial de las actas de votación emitidas por la Sala Constitucional.  Este cuadro refleja los asuntos votados por tipo de proceso. 
	CUADRO No.1

ASUNTOS VOTADOS POR TIPO

AGOSTO

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

AGOSTO 2015

	
	

	
	
	

	Por Tipo de Asunto
	
	

	
	
	

	Consultas Facultativas
	
	

	Consultas Legislativas
	1
	0.05%

	Consultas Judiciales
	2
	0.10%

	Acciones de Inconstitucionalidad
	38
	2.06%

	Hábeas Corpus
	187
	10.14%

	Recursos de Amparo
	1615
	87.62%

	Total
	1843
	100.00%


Cuadro N°2: Refleja es el término o resultado de los casos, únicamente de amparos y hábeas corpus. No se incluyen las resoluciones interlocutorias (archívese, estése, acumúlese, no ha lugar, etc). 

	CUADRO No.2

ASUNTOS VOTADOS POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

AGOSTO 2015
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Asuntos Votados Sala Constitucional

AGOSTO- 2015

	
	

	
	
	

	Por Termino
	
	

	
	
	

	Con Lugar
	391
	24,12%

	Con Lugar Parcial
	76
	4,69%

	Sin Lugar
	421
	25,97%

	Rechazo de Plano
	623
	38,43%

	Rechazo por el Fondo
	110
	6,79%

	Total 
	1621
	100,00%


Cuadro N°3: Este cuadro presenta los asuntos votados por temas, han sido ordenados de los temas que más ingresan a los que menos ingresan, con el respectivo porcentaje. 

	CUADRO No.3

PORCENTAJES DE ASUNTOS VOTADOS POR TEMA

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

AGOSTO 2015
SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA



	Ambiente
	33
	2,04%

	Amparo contra Norma
	13
	0,80%

	Asamblea Legislativa
	1
	0,06%

	Asociación
	13
	0,80%

	Bancario
	13
	0,80%

	Colegios Profesionales
	6
	0,37%

	Comercio
	11
	0,68%

	Contratos o Licitaciones
	1
	0,06%

	Educación
	49
	3,02%

	Electoral
	1
	0,06%

	Familia
	8
	0,49%

	Financiero
	0
	0,00%

	Información
	153
	9,44%

	Intimidad
	11
	0,68%

	Libertad de Expresión y Prensa
	0
	0,00%

	Libertad de Tránsito
	7
	0,43%

	Migración
	12
	0,74%

	Minorías
	21
	1,30%

	Municipalidad
	56
	3,45%

	Notariado
	1
	0,06%

	Penal
	46
	2,84%

	Penitenciario
	83
	5,12%

	Pensión
	66
	4,07%

	Pensiones Alimentarias
	51
	3,15%

	Petición
	123
	7,59%

	Poder Ejecutivo
	23
	1,42%

	Poder Judicial
	44
	2,71%

	Pronta Resolución
	147
	9,07%

	Propiedad
	41
	2,53%

	Salud
	265
	16,35%

	Seguridad Social
	18
	1,11%

	Seguros
	11
	0,68%

	Servicios Públicos
	32
	1,97%

	Sujeto de Derecho Privado
	23
	1,42%

	Trabajo
	187
	11,54%

	Tramite
	2
	0,12%

	Tránsito
	36
	2,22%

	Tributario
	13
	0,80%

	TOTAL
	1621
	100,00%


Cuadro N°4: Este cuadro presenta los asuntos votados por tema y por resultado o término. 

	CUADRO No.4

ASUNTOS VOTADOS POR  TEMA Y POR TERMINO

AMPAROS Y HABEAS CORPUS

AGOSTO - 2015

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Recursos de Amparo y Hábeas Corpus votados

AGOSTO- 2015

 
	

	Por Tema
	

	 
	

	Ambiente
	33

	 
	

	Con Lugar
	6

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	14

	Sin Lugar
	11

	 
	

	Amparo contra norma
	13

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	10

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Asamblea legislativa
	1

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	1

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Asociación
	13

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	8

	Sin Lugar
	3

	 
	

	Bancario
	13

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	11

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Colegios profesionales
	6

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	6

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Comercio
	11

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	11

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Contratos o Licitaciones
	1

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	1

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Educación
	49

	 
	

	Con Lugar
	9

	Con Lugar Parcial
	5

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	21

	Sin Lugar
	13

	 
	

	Electoral
	1

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	0

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Familia
	8

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	4

	Sin Lugar
	3

	 
	

	Financiero
	0

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	0

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Información
	153

	 
	

	Con Lugar
	9

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	35

	Rechazo de Plano
	61

	Sin Lugar
	48

	 
	

	Intimidad
	11

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	7

	Sin Lugar
	3

	 
	

	Libertad de expresión y prensa
	0

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	0

	Sin Lugar
	0

	 
	

	Libertad de Tránsito
	7

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	6

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Migración
	12

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	5

	Sin Lugar
	4

	 
	

	Minorías
	21

	 
	

	Con Lugar
	10

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	2

	Sin Lugar
	9

	 
	

	Municipalidad
	56

	 
	

	Con Lugar
	7

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	3

	Rechazo de Plano
	31

	Sin Lugar
	13

	 
	

	Notariado
	1

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	0

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Penal
	46

	 
	

	Con Lugar
	5

	Con Lugar Parcial
	4

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	9

	Sin Lugar
	26

	 
	

	Penitenciario
	83

	 
	

	Con Lugar
	14

	Con Lugar Parcial
	9

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	15

	Sin Lugar
	45

	 
	

	Pensión
	66

	 
	

	Con Lugar
	17

	Con Lugar Parcial
	9

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	35

	Sin Lugar
	3

	 
	

	Pensiones alimentarias
	51

	 
	

	Con Lugar
	6

	Con Lugar Parcial
	6

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	16

	Sin Lugar
	22

	 
	

	Petición
	123

	 
	

	Con Lugar
	33

	Con Lugar Parcial
	2

	Rechazo por el Fondo
	34

	Rechazo de Plano
	27

	Sin Lugar
	27

	 
	

	Poder ejecutivo
	23

	 
	

	Con Lugar
	3

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	12

	Sin Lugar
	6

	 
	

	Poder judicial
	44

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	33

	Sin Lugar
	7

	 
	

	Pronta resolución
	147

	 
	

	Con Lugar
	30

	Con Lugar Parcial
	5

	Rechazo por el Fondo
	3

	Rechazo de Plano
	68

	Sin Lugar
	41

	 
	

	Propiedad
	41

	 
	

	Con Lugar
	2

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	2

	Rechazo de Plano
	23

	Sin Lugar
	14

	 
	

	Salud
	265

	 
	

	Con Lugar
	187

	Con Lugar Parcial
	4

	Rechazo por el Fondo
	1

	Rechazo de Plano
	12

	Sin Lugar
	61

	 
	

	Seguridad social
	18

	 
	

	Con Lugar
	2

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	12

	Sin Lugar
	4

	 
	

	Seguros
	11

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	8

	Sin Lugar
	2

	 
	

	Servicios públicos
	32

	 
	

	Con Lugar
	4

	Con Lugar Parcial
	3

	Rechazo por el Fondo
	3

	Rechazo de Plano
	16

	Sin Lugar
	6

	 
	

	Sujeto de derecho privado
	23

	 
	

	Con Lugar
	2

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	20

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Trabajo
	187

	 
	

	Con Lugar
	37

	Con Lugar Parcial
	21

	Rechazo por el Fondo
	15

	Rechazo de Plano
	80

	Sin Lugar
	34

	 
	

	Tramite
	2

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	1

	Sin Lugar
	1

	 
	

	Tránsito
	36

	 
	

	Con Lugar
	1

	Con Lugar Parcial
	1

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	29

	Sin Lugar
	5

	 
	

	Tributario
	13

	 
	

	Con Lugar
	0

	Con Lugar Parcial
	0

	Rechazo por el Fondo
	0

	Rechazo de Plano
	8

	Sin Lugar
	5


	CUADRO No.5

Cuadro N°5: Este cuadro presenta los asuntos votados en relación con las áreas del Estado involucradas. 
ASUNTOS VOTADOS POR  ÁREA DEL ESTADO INVOLUCRADA

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

	CENTRO DE JURISPRUDENCIA




	Recursos de Amparo y Hábeas Corpus votados

	AGOSTO - 2015

	

	Por área del Estado involucrada

	 
	 
	 

	 
	
	

	Autónomas
	220
	11,94%

	Caja Costarricense del Seguro Social
	410
	22,25%

	Contraloría General de la República
	2
	0,11%

	Colegios Profesionales
	7
	0,38%

	Defensoría de los habitantes
	0
	0,00%

	Municipalidad
	198
	10,74%

	Sujeto de derecho privado
	0
	0,00%

	País
	0
	0,00%

	Poder Ejecutivo
	630
	34,18%

	Poder Judicial
	218
	11,83%

	Poder Legislativo
	7
	0,38%

	Privado
	95
	5,15%

	Procuraduría General de la República
	1
	0,05%

	Tribunal Supremo de Elecciones
	8
	0,43%

	Varios
	0
	0,00%

	No aplica
	36
	1,95%

	No indica
	11
	0,60%

	Total
	1843
	100,00

	
	
	


Total de asuntos con voto salvado, notas y/o  razones diferentes: 537

 [La totalidad de la estadística podrá encontrarla en nuestra página de Internet, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Centro%20de%20Jurisprudencia/0-ESTADISTICA%20DE%20AMPAROS%20Y%20HABEAS%20POR%20TEMAS%20ENERO-OCTUBRE%202013.htm]
	· Actualización del Proyecto Constitución




CONSTITUCIÓN POLÍTICA ANOTADA

ACTUALIZACIÓN DE AGOSTO 2015
PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURIDICA

“…De los principios constitucionales que consagra nuestra Carta Magna, particularmente el principio de seguridad jurídica, se puede inferir la necesidad  que el ius puniendi del Estado se encuentre limitado, una de las formas de hacerlo es, justamente, impidiendo acudir una segunda vez a casación, cuando se reitere la absolutoria. El Estado no puede actuar como perseguidor ad infinitum. Se trata de un poder que se integra dentro de la potestad represiva, que debe tener una limitación, dada su naturaleza y sus efectos. Debe existir un límite razonable para formular una nueva impugnación…” Sentencia 13820-14
PRINCIPIO DE IGUALDAD

“…El principio de igualdad es propio o inherente de las personas, mas no de las instituciones o de los institutos jurídicos, toda vez que éstas y éstos carecen de derechos fundamentales. A las personas jurídicas privadas se les ha reconocido que son poseedoras de derechos fundamentales por el hecho de que las forman personas humanas.  Debemos tener presente siempre que son los derechos fundamentales de la persona humana, no de las instituciones o de los institutos…” Sentencia 12497-15

PRINCIPIO DE REPRESENTATIVIDAD

“…La línea jurisprudencial de este Tribunal Constitucional si bien fija los límites señalados, los mismos estarían conformes a la organización de los órganos de la Asamblea a partir de los partidos políticos elegidos por el electorado cada cuatro años, de manera que en ese tanto la Asamblea Legislativa sí podría conformar e integrar los órganos que libremente elija para trabajar; necesariamente intervendrán criterios aritméticos para la integración de muchas de las comisiones (que existen y que se crean), porque al tratarse de una democracia representativa se ocupa repartir los 57 diputados y/o diputadas no por un criterio numérico simple, sino compuesto, o acompañado con la representatividad del partido político, es decir, por las fracciones que componen el Plenario legislativo. Es así, como al estar integrada la Asamblea Legislativa proporcionalmente por las fracciones parlamentarias, el principio democrático o de pluralismo político exigen mayor representación conforme a las mayorías elegidas, para luego dar cabida a aquellos partidos o fracciones con menor representación, lo que resulta natural, además, porque lógicamente se les reduce su capacidad de trabajo y de participación en la producción legislativa.  Como es evidente, son problemas del acomodamiento de las fuerzas políticas que deben ser resueltas por los respectivos jefes de fracción. En consecuencia, la libertad de creación de las comisiones debe estar asociada al principio democrático y la representatividad de las fracciones parlamentarias o de pluralismo político que integra el Plenario legislativo…” Sentencia 12497-15

PRINCIPIO DE PLURALISMO POLÍTICO

“…El principio democrático irradia todo el funcionamiento y organización de la Cámara, lo cual no es óbice, que respetando este principio en la integración de las distintas comisiones, se complemente con un criterio de representación geográfica. Lo que no resulta conforme al Derecho de la Constitución, es que en aras de un criterio geográfico en la integración de las comisiones, se sacrifique el principio de pluralismo político, que es transversal a la organización y el funcionamiento del Parlamento.  Por todo lo dicho, esta Sala establece que la creación de estas comisiones per se no es inconstitucional, sin embargo en lo que se refiere a su integración por parte de los (las) diputados (as) electos (as) por la provincia o región tampoco es inconstitucional, siempre y cuando esta integración refleje a escala la integración de las fracciones parlamentarias en la Cámara. Finalmente, cuando en la integración de la comisión no se da la representación a escala, se vulnera el principio del pluralismo político…” Sentencia 12497-15 
ARTÍCULO 7 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…El artículo 7 de la Constitución Política y el artículo 1° de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en conjunto, revelan un papel fundamental de la jurisdicción constitucional en establecer no solo el principio de supremacía de las normas y principios constitucionales, sino también la del Derecho Internacional, así como su uniforme interpretación y aplicación. Es por un acto, quizá reflejo, que la discusión de un asunto de esta naturaleza esté ligado el principio constitucional de la jerarquía normativa a la jurisdicción constitucional, pero sobre todo cuando debe resolverse con el universo de normas de derecho internacional vigentes en la República. En el caso de Costa Rica, por decisión del constituyente derivado en la reforma constitucional al artículo 7 en 1968, prevalecen los Tratados por encima de las normas ordinarias del sistema legal, lo que descarta toda discusión sobre la vigencia de esas normas con las leyes en el tiempo…” Sentencia 16583-14
ARTÍCULO 21 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…el Estado y/o patrono no puede negarle a sus empleados el derecho a una licencia con goce de salario, para dar atención a la salud de un menor dependiente de ellos, dado que necesita de su apoyo, para su recuperación. Para ello, es necesario que: a) La salud de un menor se encuentre en riesgo; b) Exista un dictamen médico, en el sentido de que la presencia de la madre/padre es indispensable para la recuperación del menor; y, c) La licencia sea por un período razonable. En nuestro país, como Estado Social y Democrático de Derecho, el legislador puede a futuro, basándose en otro tipo de parámetros objetivos, regular con más precisión el derecho a una licencia y un subsidio económico, para la persona trabajadora responsable del cuidado de un niño con alguna enfermedad grave que requiera atención continua, permanente y directa, con el objetivo de que esos cuidados se le puedan brindar al menor y a la vez, que la persona encargada no pierda por ello su ingreso monetario. Dentro de dicho proceso, la parte económica también tiene un peso significativo, ya que deben suplirse las necesidades del resto de la familia y a la vez costear los gastos generados por causa de la enfermedad. De lo anteriormente señalado, se desprende que todo menor de edad de la República, tiene el derecho a que el Estado le garantice la salud en sus distintos ámbitos, incluyendo, para el caso que nos ocupa, que sus padres o encargados les otorguen el acompañamiento y cuidados respectivos de la enfermedad padecida y, a su vez, éstos reciban algún tipo de permiso laboral y beneficio económico, para que puedan cuidar al infante, quien requiere atención continua, permanente y directa, y sin tener la preocupación de sufrir una disminución económica o pérdida del empleo…Con fundamento en lo expuesto, se colige que en virtud del principio superior de protección a los menores, cuando su salud se encuentra en riesgo, tienen el derecho indispensable a la presencia de la madre/padre, o de las personas que los sustituyan, para su recuperación, permanencia en el hospital y demás tratamientos médicos. Sin embargo, la "incapacidad por enfermedad", de alguno de los padres trabajadores, no es el mecanismo jurídicamente viable, para regular este tipo de situación; de ahí que, el problema no es un asunto de inconstitucionalidad, tal y como está planteada la acción, sino de un vacío legal al respecto. Por ello, la prohibición de entregar incapacidades a los trabajadores para el cuido de niños enfermos, contenida en el último párrafo, del artículo 48, del citado Reglamento, no resulta discriminatoria, irrazonable, ni viola el derecho de salud de los menores…”  Sentencia 11036-15

ARTÍCULO 40 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

 “…El uso de la fuerza física para el control de la violencia en las prisiones es lamentable pero  constituye un factor necesario, para mantener el orden y la seguridad e implica en la mayoría de las veces un riesgo para el privado de libertad y la seguridad. Por ello es necesario que existan reglas claras y protocolos apropiados, especialmente en el caso del manejo de presos de conducta violenta. Naturalmente que en una democracia, el uso de la fuerza debe hacerse en forma proporcionada y razonable a la amenaza y dentro del marco normativo vigente. En ese sentido, de acuerdo con la legislación nacional e internacional el uso de la fuerza, sólo puede darse en la medida necesaria para controlar la situación que se enfrenta y reducir a la impotencia al interno o internos que causan el disturbio, pero no es permitido el uso de la fuerza para infligir dolor como castigo, venganza o para denigrar al privado de libertad. El castigo corporal es ilegal desde hace muchas décadas y es contrario a la noción de intrínseca dignidad del ser humano que sirve como referente a todos los valores y principios que articulan nuestro ordenamiento jurídico y constituyen la razón de ser de la autoridad estatal…”  Sentencia 012947-15
ARTÍCULO 41 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…El juez debe realizar su labor sobre la base de un equilibrio entre su independencia y la eficiencia y corrección que debe guardar con el fin de garantizarle una correcta administración de justicia a toda la ciudadanía; se trata de procurar un punto de equilibrio que optimice los derechos del usuario a recibir un servicio de administración de justicia de calidad. En criterio de este Tribunal, el legislador ordinario, a través de la norma objeto de impugnación, ha venido a establecer el balance necesario entre los principios citados, como ha quedado explicado en las sentencias transcritas. Adviértase que la aplicación del régimen disciplinario en ningún caso pretende strictu sensu una evaluación técnico-jurídica de la labor del juez en los asuntos sometidos a su conocimiento, sino analizar si el juez, como funcionario público que es, está brindando un servicio público eficiente acorde con la capacidad profesional e idoneidad que el puesto exige. Observe el accionante que la ratio iuris del resguardo constitucional a la independencia judicial no es el juez en sí mismo, sino la persona usuaria de los servicios de justicia. Lo anterior es así porque se supone que las garantías de la independencia judicial, entre ellas las concernientes al juez propiamente, aumentan las posibilidades de que el usuario reciba una justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes (artículo 41 constitucional), para cuyo efecto la idoneidad profesional del juez deviene inexorable. Este último requerimiento es imposible de satisfacer, cuando el juez comete errores manifiestamente absurdos y de gran gravedad, caso en el que los límites razonables de la interpretación jurídica son rebasados para finalmente caer en una manifiesta arbitrariedad o incompetencia, absolutamente contraria al derecho de las personas a recibir un servicio de administración de justicia revestido de calidad y humanidad, con estricta conformidad a las leyes…” Sentencia 15225-14
ARTÍCULO 46 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…resulta claro que es constitucionalmente admisible la regulación restrictiva de la publicidad, promoción y patrocinio de los productos de tabaco, en nuestro país, que es por demás acorde al Derecho de la Constitución sobre los Derechos Humanos. No siendo las normas infraconstitucionales que procedan con tal regulación, a ser inconstitucionales per se…”  Sentencia 16976-14
ARTÍCULO 47 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…En efecto, la Constitución Política entroniza el derecho fundamental al libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público, salvo los secretos de Estado. Pero, como también señala, además de estos secretos, hay otros que son también derechos fundamentales, como el derecho a la intimidad, el secreto a las comunicaciones, y reconociendo este Tribunal que pueden existir otras salvedades adicionales que están contenidas en el mismo texto constitucional. Debe advertirse aquí que existen ciertas formas de propiedad privada, que necesitan de la protección especial de las leyes, que impidan que ciertos conocimientos técnicos y científicos, que respaldan ese tipo de propiedad, pasen al dominio más generalizado o público, porque, con ello se produce la pérdida de derechos de exclusividad. El artículo 47 de la Constitución Política, establece que “Todo autor, inventor, productor o comerciante gozará temporalmente de la propiedad exclusiva de su obra, invención, marca, nombre comercial, con arreglo a la ley”. En este sentido, estaríamos ante un contrasentido, si el Estado no le puede garantizar a un autor, inventor, productor o comerciante el derecho a la propiedad de su invención, porque precisamente ese conocimiento es el que le respalda sus derechos de propiedad. Los mismos reclamos de bioseguridad de los transgénicos podrían repetirse para los secretos en la industria de medicamentos, alimentos, y como es evidente, para los organismos nuevos, pero afortunadamente, existen mecanismos públicos de control sobre esos secretos, que están instituidos en cada caso para proteger los intereses públicos, la seguridad ambiental y la salud humana…” Sentencia 15017-14

ARTÍCULO 50 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…De conformidad con el principio de no regresividad, la normativa y la jurisprudencia en materia ambiental, no debe ser revisada, si con ello se retrocede en relación con el nivel de protección que ya se había alcanzado en la materia. Con esto, se evita la supresión de la normativa proteccionista o la reducción de sus exigencias por intereses contrarios a ella que no demuestren ser jurídicamente superiores al interés público ambiental, pues en la mayoría de las veces, esas regresiones en la protección al ambiente, tienen como consecuencia daños ambientales irreversibles o de difícil reparación. De modo tal, que no se ha de afectar los estándares de protección ambiental ya alcanzados, ni derogar o modificar la normativa vigente si con ello se produce una disminución, menoscabo o cualquier otra forma de afectación negativa al nivel actual de protección del ambiente. En esta materia, el camino es hacia adelante, nunca hacia atrás…” Sentencia 18836-15

“…Debe tenerse en cuenta que en materia medio ambiental, la realización de los estudios técnicos previos que justifiquen la medida de desafectación de bienes demaniales, no es sino la objetivación del principio de razonabilidad en materia de protección al ambiente. Además, al no contarse con estudios objetivos y previos sobre los efectos que la desafectación en cuestión tendría con respecto a los intereses públicos y al Patrimonio Natural del Estado, no se da una adecuada relación entre los medios utilizados por la propuesta de ley y los fines que se pretenden alcanzar con la medida, ni se sabe con objetividad si la medida es pertinente o no, lo cual resulta también contrario a los Principios Constitucionales de objetivación, razonabilidad y proporcionalidad constitucionales. Al respecto, cabe indicar que, contrario a lo que los consultantes plantean, la falta de estudios técnicos previos de los que adolece el proyecto de ley en cuestión, no es un problema de fondo, sino que constituye un vicio de carácter esencial del procedimiento legislativo, tal y como esta Sala lo ha establecido reiteradamente en su jurisprudencia…” Sentencia 18836-15

“…Esta situación pone en evidencia la necesidad actual de conminar a las autoridades competentes a continuar el trámite y finalizar dicho proceso según lo dispone el ordenamiento, pero no la declaratoria de inconstitucionalidad de la normativa en cuestión y menos aún, la anulación de la misma solicitada por los accionantes, pues tal como lo ha indicado este Tribunal en situaciones similares, ello implicaría mayores perjuicios para la comunidad ante la ausencia de un ordenamiento territorial, lo que lejos de ser consecuente con el derecho consagrado en el artículo 50 constitucional, podría lesionarlo todavía más. Tomen en cuenta los accionantes, que un Plan Regulador no autoriza en forma automática el otorgamiento de una concesión o permiso, sino que los impactos de los proyectos  deben ser evaluados antes por SETENA…” Sentencia 19776-14

ARTÍCULO 51 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…el Estado y/o patrono no puede negarle a sus empleados el derecho a una licencia con goce de salario, para dar atención a la salud de un menor dependiente de ellos, dado que necesita de su apoyo, para su recuperación. Para ello, es necesario que: a) La salud de un menor se encuentre en riesgo; b) Exista un dictamen médico, en el sentido de que la presencia de la madre/padre es indispensable para la recuperación del menor; y, c) La licencia sea por un período razonable. En nuestro país, como Estado Social y Democrático de Derecho, el legislador puede a futuro, basándose en otro tipo de parámetros objetivos, regular con más precisión el derecho a una licencia y un subsidio económico, para la persona trabajadora responsable del cuidado de un niño con alguna enfermedad grave que requiera atención continua, permanente y directa, con el objetivo de que esos cuidados se le puedan brindar al menor y a la vez, que la persona encargada no pierda por ello su ingreso monetario. Dentro de dicho proceso, la parte económica también tiene un peso significativo, ya que deben suplirse las necesidades del resto de la familia y a la vez costear los gastos generados por causa de la enfermedad. De lo anteriormente señalado, se desprende que todo menor de edad de la República, tiene el derecho a que el Estado le garantice la salud en sus distintos ámbitos, incluyendo, para el caso que nos ocupa, que sus padres o encargados les otorguen el acompañamiento y cuidados respectivos de la enfermedad padecida y, a su vez, éstos reciban algún tipo de permiso laboral y beneficio económico, para que puedan cuidar al infante, quien requiere atención continua, permanente y directa, y sin tener la preocupación de sufrir una disminución económica o pérdida del empleo…Con fundamento en lo expuesto, se colige que en virtud del principio superior de protección a los menores, cuando su salud se encuentra en riesgo, tienen el derecho indispensable a la presencia de la madre/padre, o de las personas que los sustituyan, para su recuperación, permanencia en el hospital y demás tratamientos médicos. Sin embargo, la "incapacidad por enfermedad", de alguno de los padres trabajadores, no es el mecanismo jurídicamente viable, para regular este tipo de situación; de ahí que, el problema no es un asunto de inconstitucionalidad, tal y como está planteada la acción, sino de un vacío legal al respecto. Por ello, la prohibición de entregar incapacidades a los trabajadores para el cuido de niños enfermos, contenida en el último párrafo, del artículo 48, del citado Reglamento, no resulta discriminatoria, irrazonable, ni viola el derecho de salud de los menores…”  Sentencia 11036-15

ARTÍCULO 59 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…El contenido de dicho artículo, es acorde con lo que, en materia de disfrute anual de vacaciones pagadas, establece la Constitución Política en el artículo 59 citado.  De manera que, en tanto el legislador respete el mínimo de dos semanas de vacaciones anuales remuneradas por cada cincuenta semanas de labor continua, no existe conflicto con el Derecho de la Constitución.  Esto no impide que el legislador otorgue una extensión mayor de vacaciones anuales, si así lo estima conveniente a fin de, por ejemplo, incentivar la permanencia los trabajadores en determinada institución.  Fuera del mínimo de dos semanas de vacaciones anuales remuneradas por cada cincuenta semanas de trabajo continuo, el legislador puede establecer condiciones de disfrute y extensión de esas vacaciones, sin que ello sea contrario a la Constitución Política.  Así también, puede disponer un sistema escalonado de vacaciones, según la antigüedad del funcionario, como en el caso de la norma impugnada, sin que ello pueda considerarse un trato discriminatorio o desigual…” Sentencia 15399-14  
ARTÍCULO 89 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…el Patrimonio Natural del Estado es un bien jurídico, definido e individualizado  en nuestro ordenamiento jurídico,  cuyos  terrenos  que  lo  conforman  según  la  legislación ambiental,  no  necesitan  de  una  declaratoria  de  área  silvestre protegida  para  ser  objeto  de  protección  por  parte  de  la Administración, por cuanto su propia naturaleza define su tutela…” Sentencia 19776-14
ARTÍCULO 106 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…Sobre el carácter nacional del diputado (a), doctrina del artículo 106 de la Constitución Política.- El agravio que se formula en relación con este canon constitucional se debe analizar no solo atendiendo al carácter de  representante nacional del (de la) diputado (a), sino que hay que referirlo también al principio de pluralismo político…” Sentencia 12497-15

ARTÍCULO 121 INCISO 23) DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…El artículo 121 inciso 23) constitucional tiene igual raigambre constitucional que el inciso 22), que se engarza con el desarrolló posterior que le da el Reglamento de la Asamblea Legislativa, donde la Constitución Política la establece como una atribución legislativa exclusiva y abierta, no taxativa, que deviene de la potestad de autoorganización directa de la Asamblea Legislativa. Es importante denotar, sin embargo, que en el campo que le corresponde a esta Sala, de la interpretación de la Constitución…” Sentencia 12497-15

“…A juicio de este Tribunal Constitucional, el Plenario legislativo puede –dentro de la potestad interna corporis del Poder Legislativo- realizar su autonormación como autoorganización, para alcanzar los fines políticos que estimen oportuno y conveniente con los instrumentos que les atribuye la Constitución Política y las disposiciones reglamentarias, de modo que podría, dentro del contenido del inciso 23) del artículo 121 de la Constitución Política, establecer los tiempos, las metas y objetivos a las Comisiones Especiales de Investigación, respetando, por supuesto, aquellos límites señalados en la jurisprudencia de la Sala Constitucional. Pero por lo dicho supra, la inconstitucionalidad realmente no radica en este punto, sino más bien el problema de relevancia constitucional se suscita por el roce al principio de la representación nacional del (de la) diputado (a) que se está argumentado en el expediente judicial…” Sentencia 12497-15 

ARTÍCULO 124 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

“…resulta entonces apropiado aclarar el antecedente jurisprudencial recién citado en el sentido de que para este Tribunal, el fenómeno jurídico recogido en el artículo 124 Constitucional en relación con las Comisiones con Potestad Legislativa Plena, es más bien una desconcentración y no una descentralización de las competencias del Plenario legislativo. ..” Sentencia 17412-14 

Esta es una iniciativa de la Presidencia de la Sala Constitucional, cuyo objetivo es mantener todos los artículos y principios de nuestra Constitución Política, anotados con la jurisprudencia actualizada, el cual se encuentra en línea, en nuestra página de Internet, con acceso gratuito para todos nuestros usuarios, en la siguiente dirección: http://sitios.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional/Constitución%20Politica.htm
ESTIMADO USUARIO (A)

El Centro de Jurisprudencia Constitucional es la oficina dentro de la Sala Constitucional, que le da al usuario atención a sus consultas sobre jurisprudencia de este Tribunal. La atención al usuario, esta ubicada en la Secretaría de la Sala, atendemos también consultas por correo electrónico y por teléfono. Para mantenerlos informados, ponemos a su disposición en nuestra página de Internet,  (dirección www.poder-judicial.go.cr/salaconstitucional) las siguientes herramientas de información sobre asuntos pendientes y jurisprudencia de la Sala Constitucional: 
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